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Serie B:
PROPOSICIONES DE LEY FORAL

Ley Foral por la que se modifica la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de
Contratos Públicos, para la introducción de cláusulas sociales en los
pliegos de cláusulas administrativas

APROBACIÓN POR EL PLENO

El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 15 de enero de 2015, aprobó la
Ley Foral por la que se modifica la Ley Foral
6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos, para
la introducción de cláusulas sociales en los plie-
gos de cláusulas administrativas.

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 19 de enero de 2015

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Ley Foral por la que se modifica 
la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, 

de Contratos Públicos, para la 
introducción de cláusulas sociales 

en los pliegos de cláusulas 
administrativas

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En un estado social, el establecimiento de
unas condiciones mínimas de vida que posibiliten
el desarrollo de las personas es un objetivo que
debe estar presente en la actuación de los pode-
res públicos.

La crisis económica está teniendo un efecto
muy negativo en el mercado laboral. El paro ha
aumentado y las condiciones de trabajo de quie-
nes tienen empleo están sufriendo, en muchos
casos, recortes importantes.

Ante esta situación, es interés de este Parla-
mento tratar de buscar fórmulas que doten de la
mayor estabilidad posible al mercado laboral de la
Comunidad Foral de Navarra. En ese sentido, la
contratación pública es una actividad económica
relevante en la que los poderes públicos pueden

incidir, imponiendo unas condiciones mínimas de
contratación. Hay muchas personas que trabajan
en empresas privadas que prestan trabajo para el
sector público de manera indirecta, a través de
contrataciones realizadas al amparo de la Ley
Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos.

Es, precisamente, la Ley Foral 6/2006, de 9 de
junio, de Contratos Públicos, la que recoge meca-
nismos que permiten introducir en la contratación
pública requerimientos pormenorizados de carác-
ter social.

En este contexto, se considera necesaria la
introducción de mecanismos que aborden dos de
las problemáticas que afectan directamente a los
trabajadores y trabajadoras de la Comunidad
Foral que trabajan en empresas que son contratis-
tas del sector público navarro. Por un lado, la
incertidumbre sobre las condiciones de trabajo
aplicables, que se aborda estableciendo como
mínimas, por entenderlas suficientes y equitativas,
las condiciones del último convenio colectivo sec-
torial del ámbito más inferior existente en el sector
en el que se encuadra la actividad de la empresa
contratista; por otro, la inestabilidad en el empleo
que afecta a aquellos trabajadores y trabajadoras
cuya expectativa laboral se encuentra unida a la
duración del contrato público firmado por su
empleadora, que se aborda exigiendo el manteni-
miento del empleo a pesar del cambio en la
empresa contratista.

Para ello, se establece como contenido míni-
mo obligado la incorporación al proceso de con-
tratación de determinados requerimientos de
carácter social. Esta exigencia se materializará a
través de los pliegos de condiciones que regirán
el proceso de adjudicación de los que forme parte
el sector público de la Comunidad Foral de Nava-
rra. En ellos se incluirán, como requerimientos de
carácter social, la obligación de respetar como



mínimo las condiciones del convenio sectorial de
ámbito más inferior y de subrogar a los trabajado-
res y trabajadoras cuando se produzca un cambio
de empresa contratista o esa empresa contratista
subcontrate su actividad con terceros.

Los incumplimientos acreditados de las men-
cionadas cláusulas sociales podrán dar lugar a la
rescisión del contrato.

Artículo 1. Objeto.

Constituye el objeto de esta ley foral el estable-
cimiento de requerimientos de carácter social que,
sin perjuicio de otros que deban o pudieran esta-
blecerse, deben incorporarse con carácter obliga-
torio en los procesos de contratación llevados a
cabo por los órganos de contratación de las enti-
dades que integran el sector público de la Comu-
nidad Foral de Navarra.

Artículo 2. Ámbito objetivo de aplicación.

Las disposiciones de esta ley foral serán de
aplicación a todas aquellas contrataciones que
celebren las entidades del sector público de la
Comunidad Foral de Navarra, a que se refiere el
artículo 3 de la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de
Contratos Públicos.

Artículo 3. Se modifica el artículo 49 de la Ley
Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos,
cuya redacción queda como sigue:

“Artículo 49. Requerimientos de carácter social
o medioambiental en la ejecución de los contratos.

1. Los pliegos de cláusulas administrativas par-
ticulares podrán incluir los requerimientos porme-
norizados de carácter social o medioambiental
sobre el modo de ejecutar el contrato que sean
adecuados a sus características, tales como la
recuperación o reutilización de los envases y
embalajes o productos usados; la eficiencia ener-
gética de los productos o servicios; el suministro
de productos en recipientes reutilizables; la recogi-
da y reciclado de los desechos o de los productos
usados a cargo del contratista; la obligación de dar
trabajo a desempleados de larga duración; la
organización a cargo del contratista de actividades
de formación para jóvenes y desempleados; la
adopción de medidas de promoción de la igualdad
de sexos o de medidas de integración de los inmi-
grantes; la obligación de contratar para la ejecu-
ción del contrato a un número de personas disca-
pacitadas superior al legalmente establecido y
otros análogos.

2. Dichos requerimientos no podrán constituir
especificaciones técnicas, criterios de selección o
criterios de adjudicación encubiertos ni tener

carácter discriminatorio, de tal forma que cualquier
licitador dotado de solvencia técnica para la ejecu-
ción del contrato pueda cumplirlos.

3. En todo caso, en los pliegos de cláusulas
administrativas deberán incorporarse las siguien-
tes advertencias:

a) La de que el contrato se halla sujeto al cum-
plimiento de las disposiciones legales, reglamen-
tarias y convencionales vigentes en materia labo-
ral, de Seguridad Social y de seguridad y salud en
el trabajo y, en particular, a las condiciones esta-
blecidas por el último convenio colectivo sectorial
del ámbito más inferior existente en el sector en el
que se encuadre la actividad de la empresa con-
tratista.

b) La de que la oferta económica deberá ser
adecuada para que el adjudicatario haga frente al
coste derivado de la aplicación del convenio sec-
torial que corresponda, sin que en ningún caso los
precios/hora de los salarios contemplados puedan
ser inferiores a los precios/hora del convenio más
los costes de Seguridad Social.

c) En el caso de la concesión de servicios, la
de que la contratación se encuentra sometida, en
su caso, a la subrogación de todos los trabajado-
res con una antigüedad mínima de tres meses
que, a pesar de pertenecer a otra empresa, ven-
gan realizando la actividad objeto del contrato,
quedando el nuevo empresario subrogado en los
derechos y obligaciones laborales y de Seguridad
Social del anterior, incluyendo los compromisos de
pensiones, en los términos previstos en su norma-
tiva específica, y, en general, cuantas obligaciones
en materia de protección social complementaria
hubiere adquirido. Cuando se prevea la posibilidad
de que la empresa adjudicataria contrate con ter-
ceros la realización parcial del contrato, se con-
templará la obligación de esa segunda empresa
de subrogar a todos los trabajadores y trabajado-
ras que con anterioridad venían desarrollando esa
actividad, quedando el nuevo empresario subroga-
do en los derechos y obligaciones laborales y de
Seguridad Social del anterior, incluyendo los com-
promisos de pensiones, en los términos previstos
en su normativa específica y, en general, cuantas
obligaciones en materia de protección social com-
plementaria hubiere adquirido.

4. En caso de incumplimiento de los requeri-
mientos establecidos en los apartados 1 y 2, el
órgano de contratación podrá optar por:

a) Resolver el contrato por incumplimiento cul-
pable del contratista con inhabilitación para licitar
durante el plazo de dos años en cualquier procedi-
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miento de licitación convocado al amparo de esta
ley foral.

b) Continuar la ejecución del contrato con la
imposición de una penalidad equivalente al 20 por
ciento del precio del contrato.

5. En caso de incumplimiento por parte del
contratista de las cláusulas sociales que se intro-
duzcan en los pliegos de contratación con arreglo
a lo estipulado en el apartado 3 de este artículo, el
órgano de contratación podrá optar por:

a) Resolver el contrato e inhabilitar al contratis-
ta para contratar con las entidades sometidas a la
presente ley foral por un periodo de 5 años.

b) Continuar con la ejecución del contrato por
el mismo contratista con la imposición de una
penalidad del 35 por ciento del precio del contrato.

En el supuesto de que opte por la resolución
del contrato, la Administración correspondiente

podrá adjudicar lo que reste del contrato a la
empresa que en la licitación quedó en segundo
lugar, y, en caso de renuncia de esta, a quienes la
siguieron en el orden de clasificación”.

Artículo 4. Transparencia pública e institucio-
nal de las adjudicaciones.

Los pliegos de cláusulas administrativas de los
procesos de licitación y contratación incluirán la
aceptación voluntaria de quienes concurran a los
mismos de dar transparencia institucional a todos
los datos derivados de los procesos de licitación,
adjudicación y ejecución hasta su finalización.

Disposición transitoria. Esta ley foral no será
de aplicación a las contrataciones ya adjudicadas
ni a aquellas cuya tramitación se haya iniciado con
anterioridad a su entrada en vigor.

Disposición final. Esta ley foral entrará en
vigor el día siguiente al de su publicación en el
Boletín Oficial de Navarra.

Ley Foral de microcooperativas de trabajo asociado

APROBACIÓN POR EL PLENO

El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 15 de enero de 2015, aprobó la
Ley Foral de microcooperativas de trabajo asocia-
do.

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 19 de enero de 2015

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Ley Foral de microcooperativas de
trabajo asociado 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Plan Estratégico de Economía Social de
Navarra 2013-2015, enmarcado en el Plan Moder-
na, tiene como objetivo contribuir al incremento
del empleo a través de la creación de nuevas
empresas de economía social.

El objeto de esta ley foral es fomentar y favore-
cer la creación de micropymes bajo el modelo de
sociedad cooperativa de trabajo asociado, como
base para el crecimiento y desarrollo futuro del

tejido empresarial cooperativo de Navarra, en su
condición de modelo generador de empleo de
calidad.

Este planteamiento responde a las orientacio-
nes y políticas que se vienen impulsando desde la
Unión Europea, que responden a dos necesida-
des complementarias. En primer lugar, impulsar la
creación de pequeñas empresas y, en especial,
micropymes de hasta diez personas trabajadoras,
y para ello establecer fórmulas societarias senci-
llas y mejor adaptadas a la realidad de las empre-
sas más pequeñas.

Por otro lado, la normativa no da generalmente
un tratamiento diferenciado a las empresas en
función de sus dimensiones, de modo que el cum-
plimiento de sus exigencias por parte de las más
pequeñas es un obstáculo difícil de superar. En el
caso de las micropymes, dada su naturaleza y cir-
cunstancias, los requerimientos de índole admi-
nistrativa no solo no facilitan, sino que constituyen
un obstáculo muy relevante para su propia crea-
ción.

En los últimos años, desde las instancias
comunitarias y estatales se han ido adoptando
modificaciones legislativas en el ámbito mercantil



para la simplificación de las condiciones necesa-
rias para la puesta en marcha de nuevas iniciati-
vas empresariales, buscando aquellas que tengan
especial incidencia en la creación de pequeñas y
medianas empresas, que son fundamentales para
la creación de empleo.

Artículo 1. Concepto.

1. La microcooperativa es aquella sociedad
cooperativa de primer grado perteneciente a la
clase de las de trabajo asociado cuyo régimen
jurídico se regula en virtud de la presente ley foral
como especialidad de la sociedad cooperativa.

2. La constitución de una microcooperativa, la
adaptación de los estatutos sociales de una socie-
dad cooperativa constituida conforme a la Ley
Foral 14/2006, de 11 de diciembre, de Cooperati-
vas de Navarra, a lo dispuesto en esta ley foral o
la transformación de una sociedad no cooperativa
en una microcooperativa requerirá la expresa atri-
bución por parte de los promotores o del órgano
social correspondiente de la cualidad de microco-
operativa.

3. La microcooperativa estará integrada por un
mínimo de dos y un máximo de diez socios traba-
jadores de duración indefinida, a jornada completa
o a tiempo parcial.

4. Las microcooperativas se regularán por lo
dispuesto en esta ley foral y supletoriamente por
la Ley Foral 14/2006, de 11 de diciembre, de Coo-
perativas de Navarra.

Artículo 2. Constitución.

1. La constitución, adaptación o transformación
de otra entidad en microcooperativa requerirá
escritura pública e inscripción en el Registro de
Cooperativas de Navarra. En virtud de su inscrip-
ción, la microcooperativa de nueva constitución
adquirirá personalidad jurídica.

2. El departamento del Gobierno de Navarra
competente en materia de cooperativas aprobará
un modelo orientativo de estatutos sociales de
microcooperativa, que se pondrá a disposición de
las personas interesadas en la constitución de
microcooperativas. Dicho modelo incorporará las
distintas variantes por las que, en función de lo
previsto en esta ley foral, pueda optarse para la
configuración del órgano de gobierno, gestión y
representación.

3. La utilización del modelo orientativo de esta-
tutos sociales sin introducir modificaciones en el
mismo conllevará la exención del trámite de califi-
cación previa de dichos estatutos. En tal supuesto,
el plazo de calificación e inscripción de la escritura

de constitución no deberá ser superior a las cua-
renta y ocho horas.

4. La denominación de estas entidades incluirá
necesariamente la expresión “Sociedad Microcoo-
perativa” o su abreviatura “S. Microcoop.”.

Artículo 3. Límites a la contratación de traba-
jadores por cuenta ajena y de socios trabajadores
de duración determinada.

1. Las microcooperativas, durante un plazo
máximo de siete años desde la fecha de adquisi-
ción de su personalidad jurídica, podrán contar
con un número de socios trabajadores de duración
determinada que no sea superior al número de
socios trabajadores de duración indefinida, sean a
jornada completa o a tiempo parcial.

2. Durante el mismo plazo de siete años, el
número de trabajadores por cuenta ajena con con-
trato indefinido de la microcooperativa no podrá
exceder de cinco, salvo que por necesidades obje-
tivas de la empresa se vean obligados a superar
esa cifra por un periodo que no exceda de tres
meses. Para superar dicho plazo, deberá solicitar-
se autorización motivada y por un plazo temporal
limitado al departamento del Gobierno de Navarra
competente en materia cooperativa, que habrá de
resolver en un plazo de treinta días y en caso de
silencio administrativo se entenderá concedida la
autorización.

3. Transcurridos los siete años a los que se
alude en los apartados precedentes, los límites a
la contratación de trabajadores por cuenta ajena
con contrato indefinido y de socios trabajadores
de duración determinada de la microcooperativa
serán los que se determinan en la Ley Foral
14/2006, de 11 de diciembre, de Cooperativas de
Navarra.

4. En los supuestos contemplados en los apar-
tados precedentes, una vez cumplido el séptimo
año desde la fecha de adquisición de su persona-
lidad jurídica, las microcooperativas deberán certi-
ficar ante el departamento del Gobierno de Nava-
rra competente en mater ia cooperativa su
adecuación conforme a las exigencias de la Ley
Foral 14/2006, de 11 de diciembre, de Cooperati-
vas de Navarra, sobre esta materia.

Artículo 4. Delimitación de las aportaciones
de los socios.

En el caso de la microcooperativa integrada
por dos socios, las aportaciones de cada socio
serán del 50 por ciento.

Las aportaciones obligatorias iniciales que las
microcooperativas pueden exigir a los trabajado-
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res por cuenta ajena para incorporarse como
socios trabajadores de duración indefinida o
socios de duración determinada serán como máxi-
mo equivalentes, para cada una de estas clases
de socios, al total de las aportaciones obligatorias
efectuadas por el último socio trabajador incorpo-
rado a la entidad con las oportunas actualizacio-
nes. En todo caso, estas actualizaciones no
podrán ser superiores a las que resulten de la
aplicación de los índices de precios al consumo
de Navarra publicados por el Instituto Nacional de
Estadística desde que dichas aportaciones fueran
realizadas.

Artículo 5. Órganos sociales.

1. Los órganos sociales de la microcooperativa
son la asamblea general de la cooperativa y el
órgano de gobierno, gestión y representación, sea
unipersonal mediante administrador único, sea
pluripersonal mediante administradores solidarios
o mancomunados, sea colegiado mediante conse-
jo rector.

2. La regulación de la asamblea general, en lo
no previsto por esta ley foral, es la establecida en
la Ley Foral 14/2006, de 11 de diciembre, de Coo-
perativas de Navarra.

3. El órgano de gobierno, gestión y representa-
ción estará siempre formado por socios trabajado-
res de la microcooperativa y se regulará por las
disposiciones establecidas en esta ley foral y en la
Ley Foral 14/2006, de 11 de diciembre, de Coope-
rativas de Navarra.

4. El órgano de gobierno, gestión y representa-
ción de las microcooperativas, cuando se opte por
la modalidad de consejo rector, estará integrado
como mínimo por dos personas, en cuyo caso ten-
drán los cargos de presidente y secretario, respec-
tivamente.

5. El plazo de duración de los cargos será de
cinco años y, transcurrido dicho periodo, deberá
procederse a la reelección o a un nuevo nombra-
miento.

6. Los acuerdos del consejo rector se adopta-
rán por mayoría simple de los votos válidamente
emitidos, no computándose como tales las abs-
tenciones de los consejeros asistentes a la sesión.
El voto de quien ocupe la presidencia dirimirá los
empates.

7. En el supuesto contemplado en el apartado
cuarto de este artículo, el secretario podrá convo-
car la asamblea general si el presidente no la
hubiese convocado en el plazo de veinte días
desde la recepción de la solicitud presentada por
personas socias que representen al menos el 20

por ciento del total de votos, todo ello sin perjuicio
de la acción de responsabilidad que se podrá ejer-
citar contra la presidencia.

8. Cuando todos los socios de la microcoope-
rativa formen parte del órgano de gobierno, ges-
tión y representación, no se precisará el nombra-
miento de interventor.

Artículo 6. Adaptación de estatutos sociales.

1. Si la microcooperativa superase el número
máximo de socios trabajadores de duración indefi-
nida, sin que se restablezca en un plazo de seis
meses, deberá adaptar los estatutos sociales a lo
establecido en la Ley Foral 14/2006, de 11 de
diciembre, de Cooperativas de Navarra.

2. Las sociedades cooperativas de trabajo aso-
ciado constituidas al amparo de la Ley Foral
14/2006, de 11 de diciembre, de Cooperativas de
Navarra, que reuniendo los requisitos establecidos
en la presente norma deseen adoptar la forma de
microcooperativa deberán adaptar sus estatutos a
las prescripciones de la presente ley foral.

Disposición adicional primera. Documento
único electrónico.

Cuando el desarrollo de procedimientos y
herramientas telemáticas lo permita, el Gobierno
de Navarra adoptará las medidas necesarias para
que un documento único electrónico posibilite la
constitución de las microcooperativas, su puesta
en marcha y su asesoramiento, y se establecerán
convenios con las instituciones, administraciones
y sociedades que puedan colaborar para su mejor
funcionamiento.

Disposición adicional segunda. Puntos de
atención a emprendedores.

El departamento del Gobierno de Navarra
competente en materia cooperativa otorgará la
condición de puntos de atención a emprendedores
para la creación de microcooperativas de Navarra
a entidades sin ánimo de lucro, con ámbito de
actuación en la Comunidad Foral de Navarra,
fijando las características técnicas y perfil profesio-
nal de las personas que atenderán en estos pun-
tos.

Hasta que resulte aplicable lo establecido en la
disposición adicional primera, los puntos de aten-
ción a emprendedores para la creación de micro-
cooperativas de Navarra realizarán las actividades
que se les encomienden en la resolución adminis-
trativa que les atribuya dicha condición.

Todos los servicios del punto de atención a
emprendedores de microcooperativas de Navarra
serán gratuitos.
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Disposición adicional tercera. Régimen fis-
cal.

A las microcooperativas les será de aplicación
el régimen establecido en la Ley Foral 9/1994, de
21 de junio, reguladora del régimen fiscal de las

cooperativas, para las cooperativas de trabajo
asociado, aplicándose durante el plazo de siete
años, a que se refiere el artículo 3 de esta ley
foral, los límites previstos en su apartado 2, en
lugar de los señalados en el apartado 3 del artícu-
lo 7 de la citada Ley Foral 9/1994.
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Proposición de Ley Foral de reconocimiento y reparación de las víctimas
por actos de motivación política provocados por grupos de extrema
derecha o funcionarios públicos

TOMA EN CONSIDERACIÓN POR EL PLENO

El Pleno de la Cámara, en sesión celebrada el
día 15 de enero de 2015, acordó tomar en consi-
deración la proposición de Ley Foral de reconoci-
miento y reparación de las víctimas por actos de
motivación política provocados por grupos de
extrema derecha o funcionarios públicos, presen-

tada por el Grupo Parlamentario Izquierda-Ezke-
rra y publicada en el Boletín Oficial del Parlamen-
to de Navarra núm. 129 de 21 de noviembre de
2014.

Pamplona, 19 de enero de 2015

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Proposición de Ley Foral por la cual se establece y regula la protección a la
maternidad

NO TOMADA EN CONSIDERACIÓN POR EL PLENO

El Pleno de la Cámara, en sesión celebrada el
día 15 de enero de 2015, acordó no tomar en con-
sideración la proposición de Ley Foral por la cual
se establece y regula la protección a la materni-
dad, presentada por la Ilma. Sra. D.ª Amaya
Zarranz Errea y publicada en el Boletín Oficial del

Parlamento de Navarra núm. 129 de 21 de
noviembre de 2014.

Pamplona, 19 de enero de 2015

El Presidente: Alberto Catalán Higueras
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Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a avanzar en la
implantación de modelos de gestión conjunta en las áreas comerciales
urbanas de Navarra

APROBACIÓN POR EL PLENO

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la “Resolución por la que se insta al
Gobierno de Navarra a avanzar en la implantación
de modelos de gestión conjunta en las áreas
comerciales urbanas de Navarra”, aprobada por el
Pleno del Parlamento de Navarra en sesión cele-
brada el día 15 de enero de 2015, derivada de la
moción presentada por la Ilma. Sra. D.ª Amaya
Zarranz Errea y publicada en el Boletín Oficial del
Parlamento de Navarra núm. 124 de 14 de
noviembre de 2014, cuyo texto se inserta a conti-
nuación:

“El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a avanzar en la implantación de
modelos de gestión conjunta en las áreas comer-
ciales urbanas de Navarra, en colaboración con la
Federación Navarra de Municipios y Concejos,
con las asociaciones comerciales legalmente
constituidas así como con la Federación Navarra
de Comercio, tomando como referencia el modelo
de los Business Improvement District, desarro-
llando los programas de incentivos y propiciando
los cambios normativos que para ello sean nece-
sarios”.

Pamplona, 19 de enero de 2015

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Serie E:
INTERPELACIONES, MOCIONES Y DECLARACIONES POLÍTICAS
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Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a cubrir con emple-
ados públicos el servicio privatizado de valoración de la capacidad eco-
nómica de las personas solicitantes de prestaciones por dependencia

APROBACIÓN POR LA COMISIÓN DE POLÍTICAS SOCIALES

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la “Resolución por la que se insta al
Gobierno de Navarra a cubrir con empleados
públicos el servicio privatizado de valoración de la
capacidad económica de las personas solicitantes
de prestaciones por dependencia”, aprobada por la
Comisión de Políticas Sociales del Parlamento de
Navarra en sesión celebrada el día 16 de enero
de 2015, cuyo texto se inserta a continuación:

“El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a contratar de manera inmediata por
parte de la Agencia Navarra para la Autonomía de
las Personas personal suficiente para realizar el
conjunto de tareas necesarias para el correcto
funcionamiento de los servicios públicos y, más
concretamente, el servicio de valoración de la
capacidad económica de las personas solicitantes
de prestaciones por dependencia”.

Pamplona, 19 de enero de 2015.

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Resolución por la que el Parlamento de Navarra reprueba la actuación de
la Delegación del Gobierno en toda la política relativa a la merma de
libertades civiles como son la libertad de expresión y manifestación

APROBACIÓN POR EL PLENO

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la “Resolución por la que el Parlamen-
to de Navarra reprueba la actuación de la Delega-
ción del Gobierno en toda la política relativa a la
merma de libertades civiles como son la libertad
de expresión y manifestación”, aprobada por el
Pleno del Parlamento de Navarra en sesión cele-
brada el día 15 de enero de 2015, cuyo texto se
inserta a continuación:

“1. El Parlamento de Navarra reprueba la
actuación de la Delegación del Gobierno en toda
la política relativa a la merma de libertades civiles,
como son la libertad de expresión y de manifesta-
ción.

2. El Parlamento de Navarra muestra su soli-
daridad con todos los colectivos y personas san-
cionadas por participar en cualquier tipo de pro-
testa pacífica.

3. Siguiendo la doctrina de la sentencia del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos, que consi-
dera que este tipo de sanciones vulneran los
Derechos Humanos, este Parlamento exige a la
Delegación del Gobierno que cese esta política
represiva y, así mismo, anule todas las sanciones
incoadas por los motivos mencionados”.

Pamplona, 19 de enero de 2015

El Presidente: Alberto Catalán Higueras
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Moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a abrir un auténtico
proceso de participación pública a la hora de proceder a la modifica-
ción del Plan Integrado de Gestión de Residuos

RECHAZO POR EL PLENO

En sesión celebrada el día 15 de enero de
2015, el Pleno de la Cámara rechazó la moción
por la que se insta al Gobierno de Navarra a abrir
un auténtico proceso de participación pública a la
hora de proceder a la modificación del Plan Inte-
grado de Gestión de Residuos, presentada por los
Grupos Parlamentarios Bildu-Nafarroa y Aralar-

Nafarroa Bai y publicada en el Boletín Oficial del
Parlamento de Navarra núm. 129 de 21 de
noviembre de 2014.

Pamplona, 19 de enero de 2015

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

En sesión celebrada el día 15 de enero de
2015, el Pleno de la Cámara rechazó la moción
por la que se insta al Gobierno de Navarra no
subvencionar las enseñanzas que se imparten en
los centros educativos privados que separan al
alumnado en aulas diferentes por razón de sexo,
presentada por el Grupo Parlamentario Izquierda-

Ezkerra y publicada en el Boletín Oficial del Parla-
mento de Navarra núm. 113 de 24 de octubre de
2014.

Pamplona, 19 de enero de 2015

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Moción por la que se insta al Gobierno de Navarra no subvencionar las
enseñanzas que se imparten en los centros educativos privados que
separan al alumnado en aulas diferentes por razón de sexo

RECHAZO POR EL PLENO



En sesión celebrada el día 7 de enero de 2015,
la Mesa del Parlamento de Navarra, previa
audiencia de la Junta de Portavoces, adoptó, entre
otros, el siguiente Acuerdo:

Visto el Decreto Foral Legislativo 3/2014, de 23
de diciembre, de Armonización Tributaria, por el
que se modifica la Ley Foral 19/1992, de 30 de
diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, y
teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos
54 de la Ley Foral 14/2004, del Gobierno de Nava-
rra y de su Presidente, y 162 del Reglamento del
Parlamento de Navarra, SE ACUERDA:

1.º Darse por enterada del Decreto Foral Legis-
lativo 3/2014, de 23 de diciembre, de Armoniza-
ción Tributaria, por el que se modifica la Ley Foral
19/1992, de 30 de diciembre, del Impuesto sobre
el Valor Añadido.

2.º Ordenar su publicación en el Boletín Oficial
del Parlamento de Navarra.

Pamplona, 7 de enero de 2015.

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Decreto Foral Legislativo 3/2014, de
23 de diciembre, de Armonización

Tributaria, por el que se modifica la
Ley Foral 190/1992, de 30 de 

diciembre, del Impuesto sobre el
Valor Añadido

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 32 del Convenio Económico entre el
Estado y la Comunidad Foral de Navarra dispone
que ésta, en el ejercicio de su potestad tributaria
en el ámbito del Impuesto sobre el Valor Añadido,
debe aplicar idénticos principios básicos, normas
sustantivas y formales que los vigentes en cada
momento en territorio del Estado, si bien podrá

aprobar sus propios modelos de declaración e
ingreso.

El artículo 54.1 de la Ley Foral 14/2004, de 3
de diciembre, del Gobierno de Navarra y de su
Presidente, al regular la potestad normativa del
Gobierno de Navarra, establece que, cuando una
reforma del régimen tributario común obligue, de
conformidad con lo establecido en el Convenio
Económico, a que en la Comunidad Foral se apli-
quen idénticas normas sustantivas y formales que
las vigentes en cada momento en el Estado, el
Gobierno de Navarra, por delegación del Parla-
mento de Navarra, podrá dictar las normas con
rango de Ley Foral que sean precisas para la
modificación de las correspondientes Leyes Fora-
les tributarias. Las disposiciones del Gobierno de
Navarra que comprendan dicha legislación dele-
gada recibirán el título de Decretos Forales Legis-
lativos de armonización tributaria, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 54.2 de la citada
Ley Foral 14/2004.

La Ley 28/2014, de 27 de noviembre, por la
que se modifican la Ley 37/1992, de 28 de diciem-
bre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, la Ley
20/1991, de 7 de junio, de modificación de los
aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal
de Canarias, la Ley 38/1992, de 28 de diciembre,
de Impuestos Especiales, y la Ley 16/2013, de 29
de octubre, por la que se establecen determina-
das medidas en materia de fiscalidad medioam-
biental y se adoptan otras medidas tributarias y
financieras, incorpora diversas modificaciones en
la norma reguladora del IVA, con el objeto de ade-
cuarla, en mayor medida, a la normativa comuni-
taria, tratando de establecer un marco jurídico
más seguro, potenciando la lucha contra el fraude
fiscal y, finalmente, flexibilizando y mejorando el
marco fiscal de determinadas operaciones.

Al haber sido modificada la Ley 37/1992, de 28
de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido,
es preciso dictar este Decreto Foral Legislativo de

B.O. del Parlamento de Navarra / VIII Legislatura Núm. 8 / 22 de enero de 2015

12

Serie H:
OTROS TEXTOS NORMATIVOS

Decreto Foral Legislativo 3/2014, de 23 de diciembre, de Armonización
Tributaria, por el que se modifica la Ley Foral 19/1992, de 30 de
diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido



Armonización Tributaria para reformar, a su vez, la
Ley Foral 19/1992, de 30 de diciembre, del
Impuesto sobre el Valor Añadido, con el fin de que,
en lo relativo al mencionado Impuesto, se apliquen
en la Comunidad Foral idénticas normas sustanti-
vas y formales que las vigentes en el Estado.

El presente Decreto Foral Legislativo de Armo-
nización Tributaria, en consonancia con lo dicho
anteriormente, modifica diversos preceptos a la
Ley Foral 19/1992, de 30 de diciembre, del
Impuesto sobre el Valor Añadido.

Por otra parte, resulta necesario ajustar la
norma foral a la Directiva de IVA en función de la
obligación de ejecutar diversas sentencias del Tri-
bunal de Justicia de la Unión Europea, que inci-
den de forma directa en nuestra normativa interna,
así como de acomodarse al dictamen motivado de
la Comisión Europea de 24 de octubre de 2012
relativo a la exención a los servicios prestados por
los fedatarios públicos en conexión con operacio-
nes financieras exentas.

Un tercer grupo de modificaciones vienen moti-
vadas por la lucha contra el fraude, como el esta-
blecimiento de nuevos supuestos en los que es de
aplicación la denominada “regla de inversión del
sujeto pasivo” o las modificaciones relacionadas
con el ámbito de la normativa aduanera.

Por último, se recoge un conjunto de normas
que flexibilizan determinados límites o requisitos,
como la ampliación del plazo para poder modificar
la base imponible en los casos de empresarios o
profesionales que tengan carácter de pequeña y
mediana empresa, o en los casos de empresarios
acogidos al régimen especial del criterio de caja.

La Sentencia del Tribunal de Justicia de la
Unión Europea de 17 de enero de 2013, conocida
comúnmente como la sentencia de “productos
sanitarios”, determina que se deba modificar la
norma del Impuesto en lo que se refiere a los tipos
aplicables a los productos sanitarios.

Los equipos médicos, aparatos, productos
sanitarios y demás instrumental, de uso médico y
hospitalario, son el grueso de productos más afec-
tados por la modificación del tipo impositivo, al
pasar a tributar, con carácter general, del tipo
reducido del 10 por ciento del Impuesto al 21 por
ciento, manteniéndose exclusivamente la tributa-
ción por aquel tipo para aquellos productos que,
por sus características objetivas, estén diseñados
para aliviar o tratar deficiencias, para uso personal
y exclusivo de personas que tengan deficiencias
físicas, mentales, intelectuales o sensoriales, y
cuya relación se incorpora a un nuevo apartado
noveno al anexo de la Ley Foral del Impuesto.

El listado de productos que se relacionan en el
nuevo apartado noveno del anexo incorpora pro-
ductos destinados exclusivamente a personas con
discapacidad como aparatos que están diseñados
para uso personal y exclusivo de personas con
deficiencia visual y auditiva; con otros, donde
puede resultar un uso mixto de los mismos, si bien
con una clara y objetiva utilidad para personas
con discapacidad.

La Sentencia del Tribunal de Justicia de la
Unión Europea de 26 de septiembre de 2013, en
el asunto C-189/11, relativa al régimen especial de
las agencias de viaje, conlleva la obligación de
modificar la regulación de este régimen especial.

Al margen de las modificaciones obligadas por
la sentencia citada, se introduce la posibilidad, a
ejercitar operación por operación, de aplicar el
régimen general del Impuesto, siempre y cuando
el destinatario de las operaciones sea un empre-
sario o profesional que tenga, en alguna medida,
derecho bien a la deducción, bien a la devolución
de las cuotas soportadas del Impuesto; a tal efec-
to se ha tenido en cuenta la regulación del régi-
men especial que se contiene en otros Estados
miembros, en concreto, en los casos en que el
destinatario del régimen es un empresario o profe-
sional.

También se modifica la regla de valoración de
las operaciones cuya contraprestación no sea de
carácter monetario, fijándose como tal el valor
acordado entre las partes, que tendrá que expre-
sarse de forma monetaria, acudiendo como crite-
rio residual a las reglas de valoración del autocon-
sumo.

Otras modificaciones tienen en común el ajuste
o la mejora técnica del Impuesto. Así:

– Se clarifica la regulación de las operaciones
no sujetas consecuencia de la transmisión global
o parcial de un patrimonio empresarial o profesio-
nal, incorporando, a tal efecto, la jurisprudencia
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de
que se trate de la transmisión de una empresa o
de una parte de la misma.

– En relación con la no sujeción de las opera-
ciones realizadas por los entes públicos, se esta-
blece, de una parte, la no sujeción de los servicios
prestados en virtud de las encomiendas de ges-
tión y, de otra, se eleva a rango legal la doctrina
administrativa de los denominados “entes técnico-
jurídicos”.

Dado que la no sujeción al Impuesto conlleva
la no deducibilidad de las cuotas soportadas por
la adquisición de bienes y servicios destinados a
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la realización de las operaciones no sujetas, se
aclara, en relación con la modificación realizada
en la regulación de los entes públicos, que para
los denominados entes públicos “duales”, que rea-
lizan conjuntamente operaciones sujetas y no
sujetas al Impuesto, la deducción, en aplicación
de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la
Unión Europea, de las cuotas soportadas por la
adquisición de bienes y servicios destinados a la
realización conjunta de ambos tipos de operacio-
nes, se realizará en función de un criterio razona-
ble.

– Se extiende la aplicación de la denominada
“exención educativa” a los servicios de atención a
niños en el centro docente prestados en tiempo
interlectivo, tanto durante el comedor escolar
como en servicio de guardería fuera del horario
escolar, equiparando, a tal efecto, el tratamiento
en el Impuesto de estos servicios prestados por el
centro docente, con independencia de que se rea-
lice con medios propios o ajenos.

– Se suprime la exención aplicable a las entre-
gas y adjudicaciones de terrenos realizadas entre
la Junta de Compensación y los propietarios de
aquellos, por la distorsión que causaba el distinto
tratamiento a efectos del Impuesto de la actuación
en los procesos de urbanización de dichas Juntas,
según intervinieran en su condición o no de fidu-
ciarias.

– Se amplía el ámbito objetivo de la aplicación
de la renuncia a las exenciones inmobiliarias, al
no vincular la misma a la exigencia de que el
empresario o profesional adquirente tenga dere-
cho a la deducción total del impuesto soportado
en función del destino previsible en la adquisición
del inmueble, si bien se exige que dicho empresa-
rio tenga un derecho a la deducción total o parcial
del impuesto soportado al realizar la adquisición o
en función del destino previsible del inmueble
adquirido.

– Se flexibiliza el procedimiento de modifica-
ción de la base imponible, de manera que el plazo
para poder realizar aquella en caso de deudor en
concurso se amplía de 1 a 3 meses; en el caso de
créditos incobrables los empresarios que sean
considerados pequeñas empresas podrán modifi-
car la base imponible transcurrido el plazo de 6
meses como se venía exigiendo hasta la fecha o
podrán esperar al plazo general de 1 año que se
exige para el resto de empresarios.

– Se amplía el ámbito de aplicación de la pro-
rrata especial, al disminuir del 20 al 10 por ciento
la diferencia admisible en cuanto a montante de
cuotas deducibles en un año natural que resulten

por aplicación de la prorrata general en compara-
ción con las que resulten por aplicación de la pro-
rrata especial.

– El régimen especial del grupo de entidades
se modifica para incorporar la exigencia de los
tres órdenes de vinculación: económica, financiera
y de organización, a las entidades del grupo ajus-
tándose así a la dicción de la Directiva de IVA. La
vinculación financiera exige un control efectivo de
la entidad a través de una participación de más
del 50 por ciento en el capital o en los derechos
de voto de las mismas. No obstante lo anterior, se
establece un régimen transitorio que permitirá a
los grupos existentes adaptarse a los nuevos
requisitos a lo largo del año 2015.

Se señala que las operaciones realizadas en
este régimen especial no pueden tenerse en cuen-
ta a efectos de cálculo de la prorrata común en
caso de empresarios que realicen actividades en
más de un sector diferenciado, al margen del régi-
men especial del grupo de entidades.

– En el ámbito de las cuotas del Impuesto
sobre el Valor Añadido a la importación, se posibi-
lita, remitiendo a su desarrollo reglamentario, que
determinados operadores puedan diferir el ingreso
del Impuesto al tiempo de presentar la correspon-
diente declaración liquidación y a través de la
inclusión de dichas cuotas en la misma.

Por último, diversas modificaciones tienen por
objeto contribuir a la lucha contra el fraude, a cuyo
fin se amplían los supuestos de aplicación de la
denominada “regla de inversión del sujeto pasivo”
a la entrega de determinados productos, en parti-
cular, los teléfonos móviles, consolas de videojue-
gos, ordenadores portátiles y tabletas digitales, en
las entregas a un empresario revendedor o que
excedan de 10.000 euros, así como plata, platino
y paladio.

En consecuencia, el Gobierno de Navarra, a
propuesta de la Consejera de Economía, Hacien-
da, Industria y Empleo, y de conformidad con la
decisión adoptada por el Gobierno de Navarra en
sesión celebrada el día veintitrés de diciembre de
dos mil catorce,

DECRETO:

Artículo único. Modificación de la Ley Foral
del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Los preceptos de la Ley Foral 19/1992, de 30
de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido,
que se relacionan a continuación, quedan redacta-
dos del siguiente modo:

Uno. Artículo 7, apartados 1º, 4º y 8º.
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“1.º La transmisión de un conjunto de elemen-
tos corporales y, en su caso, incorporales que, for-
mando parte del patrimonio empresarial o profe-
sional del sujeto pasivo, constituyan o sean
susceptibles de constituir una unidad económica
autónoma en el transmitente, capaz de desarrollar
una actividad empresarial o profesional por sus
propios medios, con independencia del régimen
fiscal que a dicha transmisión le resulte de aplica-
ción en el ámbito de otros tributos y del proceden-
te conforme a lo dispuesto en el artículo 4.3 de
esta Ley Foral.

Quedarán excluidas de la no sujeción a que se
refiere el párrafo anterior las siguientes transmisio-
nes:

a) La mera cesión de bienes o de derechos.

b) Las realizadas por quienes tengan la condi-
ción de empresario o profesional exclusivamente
conforme a lo dispuesto por el artículo 5. 1. c) de
esta Ley Foral, cuando dichas transmisiones ten-
gan por objeto la mera cesión de bienes.

c) Las efectuadas por quienes tengan la condi-
ción de empresario o profesional exclusivamente
por la realización ocasional de las operaciones a
que se refiere el artículo 5.1.d) de esta Ley Foral.

A los efectos de lo dispuesto en este número,
resultará irrelevante que el adquirente desarrolle la
misma actividad a la que estaban afectos los ele-
mentos adquiridos u otra diferente, siempre que
se acredite por el adquirente la intención de man-
tener dicha afectación al desarrollo de una activi-
dad empresarial o profesional.

En relación con lo dispuesto en este número,
se considerará como mera cesión de bienes o de
derechos, la transmisión de éstos cuando no se
acompañe de una estructura organizativa de fac-
tores de producción materiales y humanos, o de
uno de ellos, que permita considerar a la misma
constitutiva de una unidad económica autónoma.

En caso de que los bienes y derechos transmi-
tidos, o parte de ellos, se desafecten posterior-
mente de las actividades empresariales o profe-
sionales que determinan la no sujeción prevista en
este número, la referida desafectación quedará
sujeta al Impuesto en la forma establecida para
cada caso en esta Ley Foral.

Los adquirentes de los bienes y derechos com-
prendidos en las transmisiones que se beneficien
de la no sujeción establecida en este número se
subrogarán, respecto de dichos bienes y dere-
chos, en la posición del transmitente en cuanto a
la aplicación de las normas contenidas en el artí-

culo 17.1.12º y en los artículos 38 a 60 de esta Ley
Foral”.

“4.º Las entregas sin contraprestación de
impresos u objetos de carácter publicitario.

Los impresos publicitarios deberán llevar de
forma visible el nombre del empresario o profesio-
nal que produzca o comercialice bienes o que
ofrezca determinadas prestaciones de servicios.

A los efectos de esta Ley Foral, se considera-
rán objetos de carácter publicitario los que carez-
can de valor comercial intrínseco, en los que se
consigne de forma indeleble la mención publicita-
ria.

Por excepción a lo dispuesto en este apartado,
quedarán sujetas al Impuesto las entregas de
objetos publicitarios cuando el coste total de los
suministros a un mismo destinatario durante el
año natural exceda de 200 euros, a menos que se
entreguen a otros sujetos pasivos para su redistri-
bución gratuita”.

“8.º Las entregas de bienes y prestaciones de
servicios realizadas directamente por las Adminis-
traciones Públicas sin contraprestación o mediante
contraprestación de naturaleza tributaria.

A estos efectos se considerarán Administracio-
nes Públicas:

a) La Administración General del Estado, las
Administraciones de las Comunidades Autónomas
y las Entidades que integran la Administración
Local.

b) Las entidades gestoras y los servicios
comunes de la Seguridad Social.

c) Los organismos autónomos, las Universida-
des Públicas y las Agencias Estatales.

d) Cualesquiera entidad de derecho público
con personalidad jurídica propia, dependiente de
las anteriores que, con independencia funcional o
con una especial autonomía reconocida por la Ley
tengan atribuidas funciones de regulación o con-
trol de carácter externo sobre un determinado sec-
tor o actividad.

No tendrán la consideración de Administracio-
nes Públicas las entidades públicas empresariales
estatales y los organismos asimilados dependien-
tes de las Comunidades Autónomas y Entidades
locales.

No estarán sujetos al Impuesto los servicios
prestados en virtud de encomiendas de gestión
por los entes, organismos y entidades del sector
público que ostenten, de conformidad con lo esta-
blecido en los artículos 4.1.n) y 24.6 del Texto
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Refundido de la Ley de Contratos del Sector Públi-
co, aprobado por el Real Decreto Legislativo
3/2011, de 14 de noviembre, y en los artículos
6.1.a) y 8 de la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de
Contratos Públicos, la condición de medio propio
instrumental y servicio técnico de la Administra-
ción Pública encomendante y de los poderes adju-
dicadores dependientes del mismo.

Asimismo, no estarán sujetos al Impuesto los
servicios prestados por cualesquiera entes, orga-
nismos o entidades del sector público, en los tér-
minos a que se refiere el artículo 3.1 del Texto
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Públi-
co, y el artículo 2.1 de la Ley Foral 6/2006, de 9
de junio, de Contratos Públicos, a favor de las
Administraciones Públicas de la que dependan o
de otra íntegramente dependiente de éstas, cuan-
do dichas Administraciones Públicas ostenten la
titularidad íntegra de los mismos.

En todo caso, estarán sujetas al Impuesto las
entregas de bienes y prestaciones de servicios
que las Administraciones, entes, organismos y
entidades del sector público realicen en el ejerci-
cio de las actividades que a continuación se rela-
cionan:

a´) Telecomunicaciones.

b´) Distribución de agua, gas, calor, frío, ener-
gía eléctrica y demás modalidades de energía.

c´) Transportes de personas y bienes.

d´) Servicios portuarios y aeroportuarios y
explotación de infraestructuras ferroviarias inclu-
yendo, a estos efectos, las concesiones y autori-
zaciones exceptuadas de la no sujeción del
Impuesto por el apartado 9.º siguiente.

e´) Obtención, fabricación o transformación de
productos para su transmisión posterior.

f´) Intervención sobre productos agropecuarios
dirigida a la regulación del mercado de estos pro-
ductos.

g´) Explotación de ferias y de exposiciones de
carácter comercial.

h´) Almacenaje y depósito.

i´) Las de oficinas comerciales de publicidad.

j´) Explotación de cantinas y comedores de
empresas, economatos, cooperativas y estableci-
mientos similares.

k´) Las de agencias de viajes.

l´) Las comerciales o mercantiles de los Entes
públicos de radio y televisión, incluidas las relati-
vas a la cesión del uso de sus instalaciones. A

estos efectos se considerarán comerciales o mer-
cantiles en todo caso aquellas que generen o
sean susceptibles de generar ingresos de publici-
dad no provenientes del sector público.

m´) Las de matadero”.

Dos. Adición de un número 8.º al artículo 8.2.

“8.º Las transmisiones de valores cuya pose-
sión asegure, de hecho o de derecho, la atribución
de la propiedad, el uso o disfrute de un inmueble o
de una parte del mismo en los supuestos previstos
en el artículo 17.1.14º. k) de esta Ley Foral”.

Tres. Artículo 9, 1º, c), subletra c`).

“c’) Las operaciones de arrendamiento finan-
ciero a que se refiere la disposición adicional ter-
cera de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordena-
ción, supervisión y solvencia de entidades de
crédito”.

Cuatro. Artículo 17.1. Se suprimen el número
11.º y la letra ñ) del número 14.º.

Cinco. Artículo 17.1 apartados 6º, 10º.a), 19º y
26º.b).

“6.º La educación de la infancia y de la juven-
tud, la guarda y custodia de niños, incluida la aten-
ción a niños en los centros docentes en tiempo
interlectivo durante el comedor escolar o en aulas
en servicio de guardería fuera del horario escolar,
la enseñanza escolar, universitaria y de postgra-
duados, la enseñanza de idiomas y la formación y
reciclaje profesional, realizadas por Entidades de
derecho público o entidades privadas autorizadas
para el ejercicio de dichas actividades.

La exención se extenderá a las prestaciones
de servicios y entregas de bienes directamente
relacionadas con los servicios enumerados en el
párrafo anterior, efectuadas, con medios propios o
ajenos, por las mismas empresas docentes o edu-
cativas que presten los mencionados servicios.

La exención no comprenderá las siguientes
operaciones:

a) Los servicios relativos a la práctica del
deporte, prestados por empresas distintas de los
centros docentes.

En ningún caso, se entenderán comprendidos
en esta letra los servicios prestados por las Aso-
ciaciones de Padres de Alumnos vinculadas a los
centros docentes.

b) Las de alojamiento y alimentación prestadas
por Colegios Mayores o Menores y residencias de
estudiantes.
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c) Las efectuadas por escuelas de conductores
de vehículos relativas a los permisos de conduc-
ción de vehículos terrestres de las clases A y B y a
los títulos, licencias o permisos necesarios para la
conducción de buques o aeronaves deportivos o
de recreo.

d) Las entregas de bienes efectuadas a título
oneroso”.

“10.a). Las de terrenos urbanizados o en curso
de urbanización, excepto los destinados exclusiva-
mente a parques y jardines públicos o a superfi-
cies viales de uso público”.

“19.º Las prestaciones de servicios y las entre-
gas de bienes accesorias a las mismas efectua-
das directamente a sus miembros por organismos
o entidades legalmente reconocidos que no ten-
gan finalidad lucrativa, cuyos objetivos sean de
naturaleza política, sindical, religiosa, patriótica,
filantrópica o cívica, realizadas para la consecu-
ción de sus finalidades específicas, siempre que
no perciban de los beneficiarios de tales operacio-
nes contraprestación alguna distinta de las cotiza-
ciones fijadas en sus estatutos.

Se entenderán incluidos en el párrafo anterior
los Colegios profesionales, las Cámaras Oficiales,
las Organizaciones patronales y las Federaciones
que agrupen a los organismos o entidades a que
se refiere este apartado.

La aplicación de esta exención quedará condi-
cionada a que no sea susceptible de producir dis-
torsiones de competencia”.

“26.b) Cuando resulten procedentes las exen-
ciones establecidas en los apartados 10.º y 12.º
anteriores”.

Seis. Artículo 17.2.

“2. Las exenciones relativas a los apartados
10.º y 12.º del apartado anterior podrán ser objeto
de renuncia por el sujeto pasivo, en la forma y con
los requisitos que se determinen reglamentaria-
mente, cuando el adquirente sea un sujeto pasivo
que actúe en el ejercicio de sus actividades
empresariales o profesionales y se le atribuya el
derecho a efectuar la deducción total o parcial del
Impuesto soportado al realizar la adquisición o,
cuando no cumpliéndose lo anterior, en función de
su destino previsible, los bienes adquiridos vayan
a ser utilizados, total o parcialmente, en la realiza-
ción de operaciones, que originen el derecho a la
deducción”.

Siete. Artículo 18.5º.a).

“a) Que se presten a quienes realicen dichas
exportaciones, a los destinatarios de los bienes o
a sus representantes aduaneros”.

Ocho. Artículo 21.1.3º.f).

“f) Las importaciones de bienes que se vincu-
len a un régimen de depósito distinto del aduanero
exentas conforme al artículo 65 de la Ley regula-
dora del Impuesto en territorio de régimen común”.

Nueve. Artículo 24.1.2º bis.

“2.º bis. Cuando se trate de ejecuciones de
obra, con o sin aportación de materiales, cuyas
destinatarias sean las Administraciones públicas,
en el momento de su recepción, conforme a lo dis-
puesto en el artículo 136 de la Ley Foral 6/2006,
de 9 de junio, de Contratos Públicos, o, en su
caso, conforme a los dispuesto en el artículo 235
del Texto Refundido de la Ley de Contratos del
Sector Público, aprobado por el Real Decreto
Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre”.

Diez. Adición un número 4.º al artículo 26.3.

“4.º Las subvenciones no vinculadas al precio
de las operaciones, no considerándose como
tales, los importes pagados por un tercero en con-
traprestación de dichas operaciones”.

Once. Artículo 27.1.

“1. En las operaciones cuya contraprestación
no consista en dinero se considerará como base
imponible el importe, expresado en dinero, que se
hubiera acordado entre las partes.

Salvo que se acredite lo contrario, la base
imponible coincidirá con los importes que resulten
de aplicar las reglas previstas en los apartados 3 y
4 siguientes.

No obstante, si la contraprestación consistiera
parcialmente en dinero, se considerará base impo-
nible el resultado de añadir al importe, expresado
en dinero, acordado entre las partes, por la parte
no dineraria de la contraprestación, el importe de
la parte dineraria de la misma, siempre que dicho
resultado fuere superior al determinado por aplica-
ción de lo dispuesto en los párrafos anteriores”.

Doce. Artículo 28.3.

“3. La base imponible podrá reducirse cuando
el destinatario de las operaciones sujetas al
Impuesto no haya hecho efectivo el pago de las
cuotas repercutidas y siempre que, con posteriori-
dad al devengo de la operación, se dicte auto de
declaración de concurso. La modificación, en su
caso, no podrá efectuarse después de transcurri-
do el plazo de dos meses contados a partir del fin
del plazo máximo fijado en el número 5.º del apar-
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tado 1 del artículo 21 de la Ley 22/2003, de 9 de
julio, Concursal.

Solo cuando se acuerde la conclusión del con-
curso por las causas expresadas en el artículo
176.1, apartados 1.º, 4.º y 5.º de la Ley Concursal,
el acreedor que hubiese modificado la base impo-
nible deberá modificarla nuevamente al alza
mediante la emisión, en el plazo que se fije regla-
mentariamente, de una factura rectificativa en la
que se repercuta la cuota procedente”.

Trece. Artículo 28.4.A) 1ª.

“1.ª Que haya transcurrido un año desde el
devengo del Impuesto repercutido sin que se haya
obtenido el cobro de todo o parte del crédito deri-
vado del mismo.

No obstante, cuando se trate de operaciones a
plazos o con precio aplazado, deberá haber trans-
currido un año desde el vencimiento del plazo o
plazos impagados a fin de proceder a la reducción
proporcional de la base imponible. A estos efectos,
se considerarán operaciones a plazos o con pre-
cio aplazado aquéllas en las que se haya pactado
que su contraprestación deba hacerse efectiva en
pagos sucesivos o en uno sólo, respectivamente,
siempre que el período transcurrido entre el
devengo del Impuesto repercutido y el vencimiento
del último o único pago sea superior a un año.

Cuando el titular del derecho de crédito cuya
base imponible se pretende reducir sea un empre-
sario o profesional cuyo volumen de operaciones,
calculado conforme a lo dispuesto en el artículo
66, no hubiese excedido durante el año natural
inmediato anterior de 6.010.121,04 euros, el plazo
a que se refiere esta condición 1.ª podrá ser, de
seis meses o un año.

En el caso de operaciones a las que sea de
aplicación el régimen especial del criterio de caja
esta condición se entenderá cumplida en la fecha
de devengo del impuesto que se produzca por
aplicación de la fecha límite del 31 de diciembre a
que se refiere el artículo 108 terdecies de esta Ley
Foral.

No obstante lo previsto en el párrafo anterior,
cuando se trate de operaciones a plazos o con
precio aplazado será necesario que haya transcu-
rrido el plazo de seis meses o un año a que se
refiere esta regla 1.ª, desde el vencimiento del
plazo o plazos correspondientes hasta la fecha de
devengo de la operación”.

Catorce. Artículo 28.4.B).

“B) La modificación deberá realizarse en el
plazo de los tres meses siguientes a la finalización

del periodo de seis meses o un año a que se refie-
re la condición 1.ª anterior y comunicarse a la
Administración Tributaria en el plazo que se fije
reglamentariamente.

En el caso de operaciones a las que sea de
aplicación el régimen especial del criterio de caja,
el plazo de tres meses para realizar la modifica-
ción se computará a partir de la fecha límite del 31
de diciembre a que se refiere el artículo 108 terde-
cies de esta Ley Foral”.

Quince. Artículo 28.5.5ª.

“5.ª La rectificación de las deducciones del
destinatario de las operaciones, que deberá prac-
ticarse según lo dispuesto en el cuarto párrafo del
artículo 60.2.2º, de esta Ley Foral, determinará el
nacimiento del correspondiente crédito en favor de
la Hacienda Pública.

Si el destinatario de las operaciones sujetas no
hubiese tenido derecho a la deducción total del
Impuesto, resultará también deudor frente a la
Hacienda Pública por el importe de la cuota del
impuesto no deducible. En el supuesto de que el
destinatario no actúe en la condición de empresa-
rio o profesional y en la medida en que no haya
satisfecho dicha deuda, resultará de aplicación lo
establecido en la letra C) del número 4 anterior”.

Dieciséis. Adición de una letra g) al artículo
31.1.2º.

“g) Cuando se trate de entregas de los siguien-
tes productos definidos en el apartado noveno del
anexo de esta Ley Foral:

– Plata, platino y paladio, en bruto, en polvo o
semilabrado; se asimilarán a los mismos las entre-
gas que tengan por objeto dichos metales resul-
tantes de la realización de actividades de transfor-
mación por el empresar io o profesional
adquirente. En todo caso ha de tratarse de produc-
tos que no estén incluidos en el ámbito de aplica-
ción del régimen especial aplicable a los bienes
usados, objetos de arte, antigüedades y objetos
de colección.

– Teléfonos móviles.

– Consolas de videojuegos, ordenadores por-
tátiles y tabletas digitales.

Lo previsto en estos dos últimos guiones solo
se aplicará cuando el destinatario sea:

a’) Un empresario o profesional revendedor de
estos bienes, cualquiera que sea el importe de la
entrega.

b’) Un empresario o profesional distinto de los
referidos en la letra anterior, cuando el importe
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total de las entregas de dichos bienes efectuadas
al mismo, documentadas en la misma factura,
exceda de 10.000 euros, excluido el Impuesto
sobre el Valor Añadido.

A efectos del cálculo del límite mencionado, se
atenderá al importe total de las entregas realiza-
das cuando, documentadas en más de una factu-
ra, resulte acreditado que se trate de una única
operación y que se ha producido el desglose artifi-
cial de la misma a los únicos efectos de evitar la
aplicación de esta norma.

La acreditación de la condición del empresario
o profesional a que se refieren las dos letras ante-
riores deberá realizarse con carácter previo o
simultáneo a la adquisición, en las condiciones
que se determinen reglamentariamente.

Las entregas de dichos bienes, en los casos
en que sean sujetos pasivos del Impuesto sus
destinatarios conforme a lo establecido en este
apartado 2.º, deberán documentarse en una factu-
ra mediante serie especial”.

Diecisiete. Artículo 35.5.a).

“a) Iniciar ante la Administración Tributaria el
correspondiente procedimiento de rectificación de
autoliquidaciones”.

Dieciocho. Artículo 37.Uno.1, ordinales 5.º, 6.º
y 8.º.

“5.º Los medicamentos de uso veterinario”.

“6.º Los siguientes bienes:

a) Los productos farmacéuticos comprendidos
en el Capítulo 30 “Productos farmacéuticos” de la
Nomenclatura Combinada, susceptibles de uso
directo por el consumidor final, distintos de los
incluidos en el ordinal 5.º de este apartado Uno.1
y de aquellos a los que les resulte de aplicación el
tipo impositivo establecido en el ordinal 3.º del
apartado Dos.1 de este artículo.

b) Las compresas, tampones, protegeslips,
preservativos y otros anticonceptivos no medicina-
les.

c) Los equipos médicos, aparatos y demás ins-
trumental, relacionados en el apartado noveno del
anexo de esta Ley, que por sus características
objetivas, estén diseñados para aliviar o tratar
deficiencias, para uso personal y exclusivo de per-
sonas que tengan deficiencias físicas, mentales,
intelectuales o sensoriales, sin perjuicio de lo pre-
visto en el apartado dos.1 de este artículo.

No se incluyen en esta letra otros accesorios,
recambios y piezas de repuesto de dichos bienes”.

“8.º Las flores, las plantas vivas de carácter
ornamental, así como las semillas, bulbos, esque-
jes y otros productos de origen exclusivamente
vegetal susceptibles de ser utilizados en su obten-
ción”.

Diecinueve. Artículo 37. Dos.1 ordinales 3.º, 4.º
y 5.º.

“3.º Los medicamentos de uso humano, así
como las formas galénicas, fórmulas magistrales y
preparados oficinales”.

“4.º Los vehículos para personas con movilidad
reducida a que se refiere el número 20 del Anexo I
del Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de
marzo, por el que se aprueba el Texto Articulado
de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a
Motor y Seguridad Vial, en la redacción dada por
el Anexo II A del Real Decreto 2822/1998, de 23
de diciembre, por el que se aprueba el Reglamen-
to General de Vehículos, y las sillas de ruedas
para uso exclusivo de personas con discapacidad.

Los vehículos destinados a ser utilizados como
autotaxis o autoturismos especiales para el trans-
porte de personas con discapacidad en silla de
ruedas, bien directamente o previa su adaptación,
así como los vehículos a motor que, previa adap-
tación o no, deban transportar habitualmente a
personas con discapacidad en silla de ruedas o
con movilidad reducida, con independencia de
quien sea el conductor de los mismos.

La aplicación del tipo impositivo reducido a los
vehículos comprendidos en el párrafo anterior
requerirá el previo reconocimiento del derecho del
adquirente, que deberá justificar el destino del
vehículo.

A efectos de este apartado Dos, se considera-
rán personas con discapacidad aquellas con un
grado de discapacidad igual o superior al 33 por
ciento. El grado de discapacidad deberá acreditar-
se mediante certificación o resolución expedida
por los servicios de Bienestar Social de la Comu-
nidad Foral, por el Instituto de Mayores y Servicios
Sociales o el órgano competente de la Comunidad
Autónoma”.

“5.º Las prótesis, ortesis e implantes internos
para personas con discapacidad”.

Veinte. Artículo 37.Dos.2.1º.

“1.º Los servicios de reparación de los vehícu-
los y de las sillas de ruedas comprendidos en el
párrafo primero del número 1.4.º de este apartado
Dos y los servicios de adaptación de los autotaxis
y autoturismos para personas con discapacidad y
de los vehículos a motor a los que se refiere el
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párrafo segundo del mismo precepto, indepen-
dientemente de quién sea el conductor de los mis-
mos”.

Veintiuno. Artículo 38.1.

“1. Los sujetos pasivos podrán deducir de las
cuotas del Impuesto sobre el Valor Añadido deven-
gadas por las operaciones gravadas que realicen
en el interior del país las que, devengadas en el
mismo territorio, hayan soportado por repercusión
directa o correspondan a las siguientes operacio-
nes:

1.º Las entregas de bienes y prestaciones de
servicios efectuadas por otro sujeto pasivo del
Impuesto.

2.º Las importaciones de bienes.

3.º Las entregas de bienes y prestaciones de
servicios comprendidas en los artículos 9.1.º c) y
d); 31.1.2.° y 4.º, y 85 quinquies, todos ellos de la
presente Ley Foral.

4.º Las adquisiciones intracomunitarias de
bienes definidas en los artículos 13, apartado 1.º,
y 16 de esta Ley Foral”.

Veintidós. Adición de un apartado 5 al artículo
39.

“5. Los sujetos pasivos que realicen conjunta-
mente operaciones sujetas al Impuesto y opera-
ciones no sujetas por aplicación de lo establecido
en el artículo 7.8.º de esta Ley Foral podrán dedu-
cir las cuotas soportadas por la adquisición de
bienes y servicios destinados de forma simultánea
a la realización de unas y otras operaciones en
función de un criterio razonable y homogéneo de
imputación de las cuotas correspondientes a los
bienes y servicios utilizados para el desarrollo de
las operaciones sujetas al Impuesto, incluyéndo-
se, a estos efectos, las operaciones a que se refie-
re el artículo 40.1.2.º de esta Ley Foral. Este crite-
rio deberá ser mantenido en el tiempo salvo que
por causas razonables haya de procederse a su
modificación.

El cálculo resultante de la aplicación de dicho
criterio se podrá determinar provisionalmente
atendiendo a los datos del año natural precedente,
sin perjuicio de la regularización que proceda a
final de cada año.

No obstante lo anterior, no serán deducibles en
proporción alguna las cuotas soportadas o satisfe-
chas por las adquisiciones o importaciones de
bienes o servicios destinados, exclusivamente, a
la realización de las operaciones no sujetas a que
se refiere el artículo 7.8.º de esta Ley Foral.

Las deducciones establecidas en este aparta-
do se ajustarán también a las condiciones y requi-
sitos previstos en el Capítulo I del Título VII de
esta Ley Foral y, en particular, los que se refieren
a la regla de prorrata”.

Veintitrés. Adición de un apartado 5 al artículo
44.

“5. El derecho a la deducción de las cuotas
soportadas o satisfechas con ocasión de la adqui-
sición o importación de los bienes y servicios que,
efectuadas para la realización del viaje, redunden
directamente en beneficio del viajero que se citan
en el artículo 91 de esta Ley Foral y se destinen a
la realización de una operación respecto de la que
no resulte aplicable el régimen especial de las
agencias de viajes, en virtud de lo previsto en el
artículo 92 de la misma, nacerá en el momento en
el que se devengue el Impuesto correspondiente a
dicha operación”.

Veinticuatro. Artículo 47.1.

“1. Los sujetos pasivos que realicen actividades
económicas en sectores diferenciados de la activi-
dad empresarial o profesional deberán aplicar
separadamente el régimen de deducciones res-
pecto de cada uno de ellos.

La aplicación de la regla de prorrata especial
podrá efectuarse independientemente respecto de
cada uno de los sectores diferenciados de la acti-
vidad empresarial o profesional determinados por
aplicación de lo dispuesto en las letras a´), c´) y
d’) del artículo 9, número 1.º,.c) de esta Ley Foral.

Los regímenes de deducción correspondientes
a los sectores diferenciados de actividad determi-
nados por aplicación de lo dispuesto en la letra b`)
del artículo 9, 1.º. c), de esta Ley Foral se regirán,
en todo caso, por lo previsto en la misma para los
regímenes especiales simplificado, de la agricultu-
ra, ganadería y pesca, de las operaciones con oro
de inversión y del recargo de equivalencia, según
corresponda.

Cuando se efectúen adquisiciones o importa-
ciones de bienes o servicios para su utilización en
común en varios sectores diferenciados de activi-
dad, será de aplicación lo establecido en el artícu-
lo 50, apartados 2 y siguientes de esta Ley Foral,
para determinar el porcentaje de deducción apli-
cable respecto de las cuotas soportadas en dichas
adquisiciones o importaciones, computándose a
tal fin las operaciones realizadas en los sectores
diferenciados correspondientes y considerándose
que, a tales efectos, no originan el derecho a
deducir las operaciones incluidas en el régimen
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especial de la agricultura, ganadería y pesca o en
el régimen especial del recargo de equivalencia.

Por excepción a lo dispuesto en el párrafo
anterior, no se tendrán en cuenta las operaciones
realizadas en el sector diferenciado de actividad
de grupo de entidades. Asimismo y, siempre que
no pueda aplicarse lo previsto en dicho párrafo,
cuando tales bienes o servicios se destinen a ser
utilizados simultáneamente en actividades acogi-
das al régimen especial simplificado y en otras
actividades sometidas al régimen especial de la
agricultura, ganadería y pesca o del recargo de
equivalencia, el referido porcentaje de deducción
a efectos del régimen simplificado será del 50 por
ciento si la afectación se produce respecto de acti-
vidades sometidas a dos de los citados regímenes
especiales, o de un tercio en otro caso”.

Veinticinco. Artículo 49.2.2º.

“2.º Cuando el montante total de las cuotas
deducibles en un año natural por aplicación de la
regla de prorrata general exceda en un 10 por
ciento o más del que resultaría por aplicación de
la regla de prorrata especial”.

Veintiséis. Artículo 65, apartados 1 y 5.

“1. Los regímenes especiales en el Impuesto
sobre el Valor Añadido son los siguientes:

1.º Régimen simplificado.

2.º Régimen especial de la agricultura, gana-
dería y pesca.

3.º Régimen especial de los bienes usados,
objetos de arte, antigüedades y objetos de colec-
ción.

4.º Régimen especial aplicable a las operacio-
nes con oro de inversión.

5.º Régimen especial de las agencias de viajes.

6.º Régimen especial del recargo de equivalen-
cia.

7.º Regímenes especiales aplicables a los ser-
vicios de telecomunicaciones, de radiodifusión o
de televisión y a los prestados por vía electrónica.

8.º Régimen especial del grupo de entidades.

9.º Régimen especial del criterio de caja”.

“5. Los regímenes especiales aplicables a los
servicios de telecomunicaciones, de radiodifusión
o de televisión y a los prestados por vía electróni-
ca se aplicarán a aquellos operadores que hayan
presentado las declaraciones previstas en los artí-
culos 108 noniesdecies y 108 duovicies de esta
Ley Foral”.

Veintisiete. Artículo 69.1.

“1. El régimen especial de la agricultura, gana-
dería y pesca será de aplicación a los titulares de
explotaciones agrícolas, forestales, ganaderas o
pesqueras en quienes concurran los requisitos
señalados en este Capítulo, salvo que renuncien a
él en los términos que reglamentariamente se
establezcan.

No se considerarán titulares de explotaciones
agrícolas, forestales, ganaderas o pesqueras a
efectos de este régimen especial:

a) Los propietarios de fincas o explotaciones
que las cedan en arrendamiento o en aparcería o
que de cualquier otra forma cedan su explotación,
así como cuando cedan el aprovechamiento de la
resina de los pinos ubicados en sus fincas o
explotaciones.

b) Los que realicen explotaciones ganaderas
en régimen de ganadería integrada”.

Veintiocho. Artículo 69.2.6º.

“6.º Aquellos empresarios o profesionales
cuyas adquisiciones e importaciones de bienes y
servicios para el conjunto de sus actividades
empresariales o profesionales, excluidas las relati-
vas a elementos del inmovilizado, hayan superado
en el año inmediato anterior el importe de 150.000
euros anuales, excluido el Impuesto sobre el Valor
Añadido.

Cuando en el año inmediato anterior se hubie-
se iniciado una actividad, el importe de las citadas
adquisiciones e importaciones se elevará al año”.

Veintinueve. Capítulo VI del Título VIII.

“CAPÍTULO VI
Régimen especial de las agencias de viaje

Artículo 86. Régimen especial de las agencias
de viajes.

1. El régimen especial de las agencias de via-
jes será de aplicación:

1.º A las operaciones realizadas por las agen-
cias de viajes cuando actúen en nombre propio
respecto de los viajeros y utilicen en la realización
del viaje bienes entregados o servicios prestados
por otros empresarios o profesionales.

A efectos de este régimen especial, se consi-
derarán viajes los servicios de hospedaje o trans-
porte prestados conjuntamente o por separado y,
en su caso, con otros de carácter accesorio o
complementario de los mismos.

2.º A las operaciones realizadas por los organi-
zadores de circuitos turísticos y cualquier empre-

B.O. del Parlamento de Navarra / VIII Legislatura Núm. 8 / 22 de enero de 2015

21



sario o profesional en los que concurran las cir-
cunstancias previstas en el apartado anterior.

2. El régimen especial de las agencias de via-
jes no será de aplicación a las operaciones lleva-
das a cabo utilizando para la realización del viaje
exclusivamente medios de transporte o de hoste-
lería propios.

Tratándose de viajes realizados utilizando en
parte medios propios y en parte medios ajenos, el
régimen especial sólo se aplicará respecto de los
servicios prestados mediante medios ajenos.

Artículo 87. Repercusión del Impuesto.

En las operaciones a las que resulte aplicable
este régimen especial los sujetos pasivos no esta-
rán obligados a consignar en factura separadamen-
te la cuota repercutida, debiendo entenderse, en su
caso, comprendida en el precio de la operación.

Artículo 88. Exenciones.

Estarán exentos del Impuesto los servicios
prestados por los sujetos pasivos sometidos al
régimen especial de las agencias de viajes cuan-
do las entregas de bienes o prestaciones de servi-
cios, adquiridos en beneficio del viajero y utiliza-
dos para efectuar el viaje, se realicen fuera de la
Comunidad.

En el caso de que las mencionadas entregas
de bienes o prestaciones de servicios se realicen
sólo parcialmente en el territorio de la Comunidad,
únicamente gozará de exención la parte de la
prestación de servicios de la agencia correspon-
diente a las efectuadas fuera de dicho territorio.

Artículo 89. Lugar de realización del hecho
imponible.

Las operaciones efectuadas por las agencias
respecto de cada viajero para la realización de un
viaje tendrán la consideración de prestación de
servicios única, aunque se le proporcionen varias
entregas o servicios en el marco del citado viaje.

Dicha prestación se entenderá realizada en el
lugar donde la agencia tenga establecida la sede de
su actividad económica o posea un establecimiento
permanente desde donde efectúe la operación.

Artículo 90. La base imponible.

Uno. La base imponible será el margen bruto
de la agencia de viajes.

A estos efectos, se considerará margen bruto
de la agencia la diferencia entre la cantidad total
cargada al cliente, excluido el Impuesto sobre el
Valor Añadido que grave la operación, y el importe
efectivo, impuestos incluidos, de las entregas de

bienes o prestaciones de servicios que, efectua-
das por otros empresarios o profesionales, sean
adquiridos por la agencia para su utilización en la
realización del viaje y redunden directamente en
beneficio del viajero.

A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior,
se considerarán adquiridos por la agencia para su
utilización en la realización del viaje, entre otros,
los servicios prestados por otras agencias de via-
jes con dicha finalidad, excepto los servicios de
mediación prestados por las agencias minoristas,
en nombre y por cuenta de las mayoristas, en la
venta de viajes organizados por estas últimas.

Para la determinación del margen bruto de la
agencia no se computarán las cantidades o impor-
tes correspondientes a las operaciones exentas
del Impuesto en virtud de lo dispuesto en el artícu-
lo 88 de esta Ley Foral, ni los de los bienes o ser-
vicios utilizados para la realización de las mismas.

Dos. No se considerarán prestados para la rea-
lización de un viaje, entre otros, los siguientes ser-
vicios:

1.º Las operaciones de compraventa o cambio
de moneda extranjera.

2.º Los gastos de teléfono, télex, corresponden-
cia y otros análogos efectuados por la agencia.

Artículo 91. Deducciones.

Las agencias de viajes a las que se aplique
este régimen especial podrán practicar sus deduc-
ciones en los términos establecidos en el Título VII
de esta Ley Foral.

No obstante, no podrán deducir el Impuesto
soportado en las adquisiciones de bienes y servi-
cios que, efectuadas para la realización del viaje,
redunden directamente en beneficio del viajero.

Artículo 92. Supuesto de no aplicación del régi-
men especial.

Por excepción a lo previsto en el artículo 86 de
esta Ley Foral, y en la forma que se establezca
reglamentariamente, los sujetos pasivos podrán
no aplicar el régimen especial previsto en este
Capítulo y aplicar el régimen general de este
Impuesto, operación por operación, respecto de
aquellos servicios que realicen y de los que sean
destinatarios empresarios o profesionales que ten-
gan derecho a la deducción o a la devolución del
Impuesto sobre el Valor Añadido según lo previsto
en el Título VII de esta Ley Foral”.

Treinta. Artículo 99.2.

“2. Los sujetos pasivos sometidos a este régi-
men especial no estarán obligados a efectuar la
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liquidación ni el pago del Impuesto a la Hacienda
Pública en relación con las operaciones comercia-
les por ellos efectuadas a las que resulte aplicable
este régimen especial, ni por las transmisiones de
los bienes o derechos utilizados exclusivamente
en dichas actividades, con exclusión de las entre-
gas de bienes inmuebles sujetas y no exentas, por
las que el transmitente habrá de repercutir, liquidar
e ingresar las cuotas del Impuesto devengadas.

Tampoco podrán deducir las cuotas soporta-
das por las adquisiciones o importaciones de
bienes de cualquier naturaleza o por los servicios
que les hayan sido prestados, en la medida en
que dichos bienes o servicios se utilicen en la rea-
lización de las actividades a las que afecte este
régimen especial.

A efectos de la regularización de deducciones
por bienes de inversión, la prorrata de deducción
aplicable en este sector diferenciado de actividad
económica durante el período en que el sujeto
pasivo esté sometido a este régimen especial será
cero. No procederá efectuar la regularización a
que se refiere el artículo 56 de esta Ley Foral en
los supuestos de transmisión de bienes de inver-
sión utilizados exclusivamente para la realización
de actividades sometidas a este régimen especial”.

Treinta y uno. Artículo 108 quinquies, aparta-
dos Uno y Dos.

“Uno. Podrán aplicar el régimen especial del
grupo de entidades, en los términos que establez-
ca el Convenio Económico, los empresarios o pro-
fesionales que formen parte de un grupo de enti-
dades. Se considerará como grupo de entidades
el formado por una entidad dominante y sus enti-
dades dependientes, que se hallen firmemente
vinculadas entre sí en los órdenes financiero, eco-
nómico y de organización, en los términos que se
desarrollen reglamentariamente, siempre que las
sedes de actividad económica o establecimientos
permanentes de todas y cada una de ellas radi-
quen en el territorio de aplicación del Impuesto.

Ningún empresario o profesional podrá formar
parte simultáneamente de más de un grupo de
entidades”.

“Dos. Se considerará como entidad dominante
aquella que cumpla los requisitos siguientes:

a) Que tenga personalidad jurídica propia. No
obstante, los establecimientos permanentes ubica-
dos en el territorio de aplicación del Impuesto
podrán tener la condición de entidad dominante
respecto de las entidades cuyas participaciones
estén afectas a dichos establecimientos, siempre
que se cumplan el resto de requisitos establecidos
en este apartado.

b) Que tenga el control efectivo sobre las enti-
dades del grupo, a través de una participación,
directa o indirecta, de más del 50 por ciento, en el
capital o en los derechos de voto de las mismas.

c) Que dicha participación se mantenga duran-
te todo el año natural.

d) Que no sea dependiente de ninguna otra
entidad establecida en el territorio de aplicación
del Impuesto que reúna los requisitos para ser
considerada como dominante.

No obstante lo previsto en el apartado Uno
anterior, las sociedades mercantiles que no actú-
en como empresarios o profesionales, podrán ser
consideradas como entidad dominante, siempre
que cumplan los requisitos anteriores”.

Treinta y dos. Artículo 108 octies, Tres.

“Tres. Cuando se ejercite la opción que se
establece en el artículo 108 sexies.Cinco de esta
Ley Foral, las operaciones a que se refiere el
apartado uno de este artículo constituirán un sec-
tor diferenciado de la actividad, al que se entende-
rán afectos los bienes y servicios utilizados directa
o indirectamente, total o parcialmente, en la reali-
zación de las citadas operaciones y por los cuales
se hubiera soportado o satisfecho efectivamente
el Impuesto.

Los empresarios o profesionales podrán dedu-
cir íntegramente las cuotas soportadas o satisfe-
chas por la adquisición de bienes y servicios desti-
nados directa o indirectamente, total o
parcialmente, a la realización de estas operacio-
nes, siempre que dichos bienes y servicios se utili-
cen en la realización de operaciones que generen
el derecho a la deducción conforme a lo previsto
en el artículo 40 de esta Ley Foral. Esta deducción
se practicará en función del destino previsible de
los citados bienes y servicios, sin perjuicio de su
rectificación si aquél fuese alterado”.

Treinta y tres. Se suprime el capítulo VIII y se
añade un capítulo XI en el Título VIII.

“CAPÍTULO XI
Regímenes especiales aplicables a los servicios

de telecomunicaciones, de radiodifusión o de tele-
visión y a los prestados por vía electrónica

Sección 1.ª
Disposiciones comunes

Artículo 108 septiesdecies. Definiciones y cau-
sas de exclusión.

Uno. A efectos del presente Capítulo, serán de
aplicación las siguientes definiciones:
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a) “Servicios de telecomunicaciones” los servi-
cios a que se refiere el número 3.º del apartado
Tres del artículo 69 de la Ley reguladora en régi-
men común del Impuesto sobre el Valor Añadido;

b) “Servicios electrónicos” o “servicios presta-
dos por vía electrónica”: los servicios definidos en
el número 4.º del apartado Tres del artículo 69 de
la Ley reguladora en régimen común del Impuesto
sobre el Valor Añadido;

c) “Servicios de radiodifusión o de televisión”
los servicios a que se refiere el número 5.º del
apartado Tres del artículo 69 de la Ley reguladora
en régimen común del Impuesto sobre el Valor
Añadido;

d) “Estado miembro de consumo”: el Estado
miembro en el que se considera que tiene lugar la
prestación de los servicios de telecomunicaciones,
de radiodifusión o de televisión y electrónicos con-
forme a los números 4.º y 8.º del apartado Uno del
artículo 70 la Ley reguladora en régimen común
del Impuesto sobre el Valor Añadido o sus equiva-
lentes en las legislaciones de otros Estados miem-
bros;

e) “Declaraciones-liquidaciones periódicas de
los regímenes especiales aplicables a los servi-
cios de telecomunicaciones, de radiodifusión o de
televisión y electrónicos”: la declaración-liquida-
ción en la que consta la información necesaria
para determinar la cuantía del impuesto corres-
pondiente en cada Estado miembro de consumo.

Dos. Serán causas de exclusión de estos regí-
menes especiales cualesquiera de las siguientes
circunstancias que se relacionan a continuación:

a) La presentación de la declaración de cese
de las operaciones comprendidas en dichos regí-
menes especiales.

b) La existencia de hechos que permitan pre-
sumir que las operaciones del empresario o profe-
sional incluidas en estos regímenes especiales
han concluido.

c) El incumplimiento de los requisitos necesa-
rios para acogerse a estos regímenes especiales.

d) El incumplimiento reiterado de las obligacio-
nes impuestas por la normativa de estos regíme-
nes especiales.

La decisión de exclusión será competencia
exclusiva del Estado miembro de identificación
que se define para cada uno de estos regímenes
especiales.

Tres. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado
anterior, el empresario o profesional podrá darse
de baja voluntaria de estos regímenes.

Cuatro. Reglamentariamente se establecerán
las disposiciones necesarias para el desarrollo y
aplicación de lo dispuesto en este Capítulo.

Sección 2.ª
Régimen especial aplicable a los servicios de 

telecomunicaciones, de radiodifusión o de televi-
sión y a los prestados por vía electrónica por
empresarios o profesionales no establecidos 

en la Comunidad

Artículo 108 octiesdecies. Ámbito de aplica-
ción.

Uno. Los empresarios o profesionales no esta-
blecidos en la Comunidad, que presten servicios
de telecomunicaciones, de radiodifusión o de tele-
visión y electrónicos a personas que no tengan la
condición de empresario o profesional, actuando
como tal, y que estén establecidas en la Comuni-
dad o que tengan en ella su domicilio o residencia
habitual, podrán acogerse al régimen especial pre-
visto en esta sección.

El régimen especial se aplicará a todas las
prestaciones de servicios que, de acuerdo con lo
dispuesto por los números 4.º y 8.º del apartado
Uno del artículo 70 de la Ley la Ley reguladora en
régimen común del Impuesto sobre el Valor Añadi-
do  o sus equivalentes en las legislaciones de
otros Estados miembros, deban entenderse efec-
tuadas en la Comunidad.

Dos. A efectos de la presente Sección, se con-
siderará:

a) “Empresario o profesional no establecido en
la Comunidad”: todo empresario o profesional que
tenga la sede de su actividad económica fuera de
la Comunidad y no posea un establecimiento per-
manente en el territorio de la Comunidad ni tam-
poco tenga la obligación, por otro motivo, de estar
identificado en la Comunidad conforme al número
2.º del apartado Uno del artículo 164 de la Ley la
Ley reguladora en régimen común del Impuesto
sobre el Valor Añadido o sus equivalentes en las
legislaciones de otros Estados miembros;

b) “Estado miembro de identificación”: el Esta-
do miembro por el que haya optado el empresario
o profesional no establecido en la Comunidad
para declarar el inicio de su actividad como tal
empresario o profesional en el territorio de la
Comunidad.

Artículo 108 noniesdecies. Obligaciones forma-
les.
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Uno. En caso de que España sea el Estado
miembro de identificación elegido por el empresa-
rio o profesional no establecido en la Comunidad,
éste quedará obligado a:

a) Declarar el inicio, la modificación o el cese
de sus operaciones comprendidas en este régi-
men especial. Dicha declaración se presentará por
vía electrónica.

La información facilitada por el empresario o
profesional no establecido en la Comunidad al
declarar el inicio de sus actividades gravadas
incluirá los siguientes datos de identificación: nom-
bre, direcciones postal y de correo electrónico,
direcciones electrónicas de los sitios de internet a
través de los que opere en su caso, el número
mediante el que esté identificado ante la Adminis-
tración fiscal del territorio tercero en el que tenga
su sede de actividad y una declaración en la que
manifieste que no está identificado a efectos del
Impuesto sobre el Valor Añadido en otro Estado
miembro de la Comunidad. Igualmente, el empre-
sario o profesional no establecido en la Comuni-
dad comunicará toda posible modificación de la
citada información.

En el caso de empresarios o profesionales
establecidos en las Islas Canarias, Ceuta o Meli-
lla, la información a facilitar al declarar el inicio de
sus actividades gravadas incluirá nombre, direc-
ciones postal y de correo electrónico y las direc-
ciones electrónicas de los sitios de internet a tra-
vés de los que opere y número de identificación
fiscal asignado por la Administración tributaria
española.

A efectos de este régimen, la Administración
tributaria identificará al empresario o profesional
no establecido en la Comunidad mediante un
número individual.

La Administración tributaria notificará por vía
electrónica al empresario o profesional no estable-
cido en la Comunidad el número de identificación
que le haya asignado.

b) Presentar por vía electrónica una declara-
ción-liquidación del Impuesto sobre el Valor Añadi-
do por cada trimestre natural, independientemente
de que haya suministrado o no servicios de tele-
comunicaciones, de radiodifusión o de televisión y
electrónicos. La declaración no podrá ser negativa
y se presentará dentro del plazo de veinte días a
partir del final del período al que se refiere la
declaración.

Esta declaración-liquidación deberá incluir el
número de identificación que le haya sido notifica-
do por la Administración tributaria conforme lo pre-

visto en la letra a) anterior y, por cada Estado
miembro de consumo en que se haya devengado
el impuesto, el valor total, excluido el impuesto
sobre el valor añadido que grave la operación, de
los servicios prestados de telecomunicaciones, de
radiodifusión o de televisión y electrónicos durante
el período al que se refiere la declaración, la canti-
dad global del impuesto correspondiente a cada
Estado miembro desglosado por tipos impositivos
y el importe total, resultante de la suma de todas
éstas, que debe ser ingresado en España.

Si el importe de la contraprestación de las ope-
raciones se hubiera fijado en moneda distinta del
euro, el mismo se convertirá a euros aplicando el
tipo de cambio válido que corresponda al último
día del período de liquidación. El cambio se reali-
zará siguiendo los tipos de cambio publicados por
el Banco Central Europeo para ese día o, si no
hubiera publicación correspondiente a ese día, del
día siguiente.

Cualquier modificación posterior de las cifras
contenidas en las declaraciones presentadas,
deberá efectuarse, en el plazo máximo de tres
años a partir de la fecha en que debía presentarse
la declaración inicial, a través del procedimiento
de rectificación de autoliquidaciones y de declara-
ciones complementarias previsto en los artículos
120.3 y 122, respectivamente, de la Ley 58/2003,
de 17 de diciembre, General Tributaria, y en su
normativa de desarrollo. No obstante, el Estado
miembro de consumo podrá aceptar correcciones
tras la finalización del plazo indicado con sujeción
a lo previsto en su normativa tributaria nacional.

c) Ingresar el impuesto correspondiente a cada
declaración, haciendo referencia a la declaración
específica a la que corresponde, el importe se
ingresará en euros en la cuenta bancaria designa-
da por la Administración tributaria, dentro del
plazo de presentación de la declaración.

Cualquier rectificación posterior de los impor-
tes ingresados, que determine un ingreso adicio-
nal del Impuesto, deberá realizarse haciendo refe-
rencia a la declaración específica a la que
corresponda, sin que pueda añadirse o introducir-
se en otra declaración posterior.

d) Mantener un registro de las operaciones
incluidas en este régimen especial. Este registro
deberá llevarse con la precisión suficiente para
que la Administración tributaria del Estado miem-
bro de consumo pueda comprobar si la declara-
ción mencionada en la letra b) anterior es correc-
ta.

Este registro estará a disposición tanto del
Estado miembro de identificación como del de
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consumo, quedando obligado el empresario o pro-
fesional no establecido en la Comunidad a ponerlo
a disposición de las Administraciones tributarias
de los referidos Estados, previa solicitud de las
mismas, por vía electrónica.

El empresario o profesional no establecido
deberá conservar este registro durante un período
de diez años desde el final del año en que se
hubiera realizado la operación.

e) Expedir y entregar factura cuando el desti-
natario de las operaciones se encuentre estableci-
do o tenga su residencia o domicilio habitual en el
territorio de aplicación del Impuesto, ajustada a lo
que se determine reglamentariamente.

Dos. En caso de que el empresario o profesio-
nal no establecido en la Comunidad hubiera elegi-
do cualquier otro Estado miembro distinto de
España para presentar la declaración de inicio en
este régimen especial, y en relación con las ope-
raciones que, de acuerdo con lo dispuesto por los
números 4.º y 8.º del apartado Uno del artículo 70
de la Ley la Ley reguladora en régimen común del
Impuesto sobre el Valor Añadido, deban conside-
rarse efectuadas en el territorio de aplicación del
Impuesto, el ingreso del Impuesto correspondiente
a las mismas deberá efectuarse al tiempo de la
presentación en el Estado miembro de identifica-
ción de la declaración a que se hace referencia en
el apartado anterior.

Además, el empresario o profesional no esta-
blecido en la Comunidad deberá cumplir el resto
de obligaciones contenidas en el apartado Uno
anterior en el Estado miembro de identificación y,
en particular, las establecidas en la letra d) de
dicho apartado.

Artículo 108 vicies. Derecho a la deducción de
las cuotas soportadas.

Uno. Los empresarios o profesionales no esta-
blecidos en la Comunidad que se acojan a este
régimen especial no podrán deducir en la declara-
ción-liquidación a que se refiere la letra b) del
apartado Uno del artículo 108 noniesdecies de
esta Ley Foral, cantidad alguna de las cuotas
soportadas en la adquisición o importación de
bienes y servicios que, conforme a las reglas que
resulten aplicables, se destinen a la prestación de
los servicios de telecomunicaciones, de radiodifu-
sión o de televisión y electrónicos a que se refiere
este régimen.

No obstante lo anterior, dichos empresarios o
profesionales acogidos a este régimen especial
tendrán derecho a la devolución de las cuotas del
Impuesto sobre el Valor Añadido soportadas en la

adquisición o importación de bienes y servicios
que se destinen a la prestación de los servicios de
telecomunicaciones, de radiodifusión o de televi-
sión y electrónicos a los que se refiere este régi-
men especial que deban entenderse realizadas en
el Estado miembro de consumo, conforme al pro-
cedimiento previsto en la normativa del Estado
miembro de consumo en desarrollo de lo que dis-
pone la Directiva 86/560/CEE, del Consejo, de 17
de noviembre de 1986, en los términos que prevé
el artículo 368 de la Directiva 2006/112/CE, de 28
de noviembre de 2006. En particular, en el caso
de empresarios o profesionales que estén estable-
cidos en Islas Canarias, Ceuta y Melilla solicitarán
la devolución de las cuotas soportadas, con
excepción de las realizadas en el territorio de apli-
cación del Impuesto, a través del procedimiento
previsto en el artículo 117 bis de la Ley reguladora
en régimen común del Impuesto sobre el Valor
Añadido.

Dos. En caso de que España sea el Estado
miembro de consumo, sin perjuicio de lo dispuesto
en el número 2.º del apartado Dos del artículo 119
de la Ley reguladora en régimen común del
Impuesto sobre el Valor Añadido, los empresarios
o profesionales no establecidos en la Comunidad
que se acojan a este régimen especial tendrán
derecho a la devolución de las cuotas del Impues-
to sobre el Valor Añadido soportadas en la adqui-
sición o importación de bienes y servicios que
deban entenderse realizadas en el territorio de
aplicación del Impuesto, siempre que dichos bien-
es y servicios se destinen a la prestación de los
servicios de telecomunicaciones, de radiodifusión
o de televisión y electrónicos a los que se refiere
este régimen especial. El procedimiento para el
ejercicio de este derecho será el previsto en el
artículo 119 bis de la Ley reguladora en régimen
común del Impuesto sobre el Valor Añadido.

A estos efectos no se exigirá que esté recono-
cida la existencia de reciprocidad de trato a favor
de los empresarios o profesionales establecidos
en el territorio de aplicación del Impuesto. Los
empresarios o profesionales que se acojan a lo
dispuesto en este artículo no estarán obligados a
nombrar representante ante la Administración Tri-
butaria a estos efectos.

En el caso de empresarios o profesionales
establecidos en las Islas Canarias, Ceuta o Melilla
el procedimiento para el ejercicio del derecho a la
devolución de las cuotas del Impuesto sobre el
Valor Añadido a que se refiere este apartado será
el previsto en el artículo 119 de la Ley reguladora
en régimen común del Impuesto sobre el Valor
Añadido.
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Sección 3.ª
Régimen especial aplicable a los servicios de tele-
comunicaciones, de radiodifusión o de televisión y
a los servicios prestados por vía electrónica por
empresarios o profesionales establecidos en la
Comunidad, pero no en el Estado miembro de

consumo

Artículo 108 unvicies. Ámbito de aplicación.

Uno. Podrán acogerse al régimen especial pre-
visto en la presente sección los empresarios o
profesionales establecidos en la Comunidad pero
no establecidos en el Estado miembro de consu-
mo que presten servicios de telecomunicaciones,
de radiodifusión o de televisión y electrónicos a
personas que no tengan la condición de empresa-
rio o profesional actuando como tal y que estén
establecidas en un Estado miembro o tengan en él
su domicilio o residencia habitual.

El régimen especial se aplicará a todas las
prestaciones de servicios que, de acuerdo con lo
dispuesto por los números 4.º y 8.º del apartado
Uno del artículo 70 de la Ley reguladora en régi-
men común del Impuesto sobre el Valor Añadido,
o sus equivalentes en las legislaciones de otros
Estados miembros, deban entenderse efectuadas
en la Comunidad, siempre que se presten en un
Estado miembro distinto a aquel en el que el
empresario o profesional acogido a este régimen
especial tenga establecida la sede de su actividad
económica o tenga un establecimiento permanen-
te.

Dos. A efectos de la presente Sección, se con-
siderará:

a) “Empresario o profesional no establecido en
el Estado miembro de consumo”: todo empresario
o profesional que tenga establecida la sede de su
actividad económica en el territorio de la Comuni-
dad o que posea en ella un establecimiento per-
manente, pero que no tenga establecida dicha
sede en el territorio del Estado miembro de consu-
mo ni posea en él un establecimiento permanente;

b) “Estado miembro de identificación”: el Esta-
do miembro en el que el empresario o profesional
tenga establecida la sede de su actividad econó-
mica. Cuando el empresario o profesional no
tenga establecida la sede de su actividad econó-
mica en la Comunidad, se atenderá al único Esta-
do miembro en el que tenga un establecimiento
permanente o, en caso de tener establecimientos
permanentes en varios Estados miembros, al
Estado por el que opte el empresario o profesional
de entre los Estados miembros en que disponga
de un establecimiento permanente. En este último
caso, la opción por un Estado miembro vinculará

al empresario o profesional en tanto no sea revo-
cada por el mismo, si bien, la opción por su aplica-
ción tendrá una validez mínima de tres años natu-
rales, incluido el año natural a que se refiere la
opción ejercitada.

Tres. A efectos de la presente sección se consi-
derará a España el “Estado miembro de identifica-
ción” en los siguientes supuestos:

a) En todo caso, para los empresarios o profe-
sionales que tengan la sede de su actividad eco-
nómica en el territorio de aplicación del impuesto y
aquellos que no tengan establecida la sede de su
actividad económica en el territorio de la Comuni-
dad pero tengan exclusivamente en el territorio de
aplicación del impuesto uno o varios estableci-
mientos permanentes.

b) Cuando se trate de empresarios o profesio-
nales que no tengan la sede de su actividad eco-
nómica en el territorio de la Comunidad y que
teniendo más de un establecimiento permanente
en el territorio de aplicación del Impuesto y en
algún otro Estado miembro hayan elegido a Espa-
ña como Estado miembro de identificación.

Artículo 108 duovicies. Obligaciones formales.

Uno. En caso de que España sea el Estado
miembro de identificación el empresario o profe-
sional, que preste servicios de telecomunicacio-
nes, de radiodifusión o de televisión y electrónicos
acogidos al régimen especial en otro Estado
miembro, quedará obligado a:

a) Declarar el inicio, la modificación o el cese
de sus operaciones comprendidas en este régi-
men especial. Dicha declaración se presentará por
vía electrónica.

b) Presentar por vía electrónica una declara-
ción-liquidación del Impuesto sobre el Valor Añadi-
do por cada trimestre natural, independientemente
de que haya suministrado o no servicios de tele-
comunicaciones, de radiodifusión o de televisión y
electrónicos. La declaración no podrá ser negativa
y se presentará dentro del plazo de veinte días a
partir del final del período al que se refiere la
declaración.

Esta declaración-liquidación deberá incluir el
número de identificación fiscal asignado al empre-
sario o profesional por la Administración tributaria
en relación con sus obligaciones por el impuesto y,
por cada Estado miembro de consumo en que se
haya devengado el impuesto, el valor total, exclui-
do el impuesto sobre el valor añadido que grave la
operación, de los servicios prestados de teleco-
municaciones, de radiodifusión o de televisión y
electrónicos, durante el período al que se refiere la
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declaración, la cantidad global del impuesto
correspondiente a cada Estado miembro, desglo-
sado por tipos impositivos y el importe total, resul-
tante de la suma de todas éstas, que debe ser
ingresado en España.

Cuando el empresario o profesional tenga uno
o más establecimientos permanentes en Estados
miembros distintos de España, desde los que pres-
te los servicios a que se refiere este régimen espe-
cial, deberá incluir además en la declaración-liqui-
dación la información a que se refiere el párrafo
anterior, correspondiente a cada establecimiento
permanente, identificado con su número de identifi-
cación individual del impuesto o el número de refe-
rencia fiscal de dicho establecimiento, y desglosa-
da por cada Estado miembro de consumo.

Si el importe de la contraprestación de las ope-
raciones se hubiera fijado en moneda distinta del
euro, el mismo se convertirá a euros aplicando el
tipo de cambio válido que corresponda al último
día del período de liquidación. El cambio se reali-
zará siguiendo los tipos de cambio publicados por
el Banco Central Europeo para ese día o, si no
hubiera publicación correspondiente a ese día, del
día siguiente.

Cualquier modificación posterior de las cifras
contenidas en las declaraciones presentadas,
deberá efectuarse, en el plazo máximo de tres
años a partir de la fecha en que debía presentarse
la declaración inicial, a través del procedimiento
de rectificación de autoliquidaciones y de declara-
ciones complementarias previsto en los artículos
120.3 y 122, respectivamente, de la Ley 58/2003,
de 17 de diciembre, General Tributaria, y en su
normativa de desarrollo. No obstante, el Estado
miembro de consumo podrá aceptar correcciones
tras la finalización del plazo indicado con sujeción
a lo previsto en su normativa tributaria nacional.

c) Ingresar el impuesto correspondiente a cada
declaración, haciendo referencia a la declaración
específica a la que corresponde, el importe se
ingresará en euros en la cuenta bancaria designa-
da por la Administración tributaria, dentro del
plazo de presentación de la declaración.

Cualquier rectificación posterior de los impor-
tes ingresados que determine un ingreso adicional
del Impuesto, deberá realizarse haciendo referen-
cia a la declaración específica a la que correspon-
da, sin que pueda añadirse o introducirse en otra
declaración posterior.

d) Mantener un registro de las operaciones
incluidas en este régimen especial. Este registro
deberá llevarse con la precisión suficiente para que
la Administración tributaria del Estado miembro de

consumo pueda comprobar si la declaración men-
cionada en la letra b) anterior es correcta.

Este registro estará a disposición tanto del
Estado miembro de identificación como del de
consumo, quedando obligado el empresario o pro-
fesional a ponerlo a disposición de las Administra-
ciones tributarias de los referidos Estados, previa
solicitud de las mismas, por vía electrónica.

El empresario o profesional deberá conservar
este registro durante un período de diez años
desde el final del año en que se hubiera realizado
la operación.

Dos. El empresario o profesional que considere
a España como Estado miembro de identificación
deberá presentar, exclusivamente en España, las
declaraciones-liquidaciones e ingresar, en su
caso, el importe del impuesto correspondiente a
todas las operaciones a que se refiere este régi-
men especial realizadas en todos los Estados
miembros de consumo.

Artículo 108 tervicies. Derecho a la deducción
de las cuotas soportadas.

Uno. Los empresarios o profesionales que se
acojan a este régimen especial no podrán deducir
en la declaración-liquidación a que se refiere la
letra b) del apartado Uno del artículo 108 duovi-
cies de esta Ley Foral, cantidad alguna por las
cuotas soportadas en la adquisición o importación
de bienes y servicios que, conforme a las reglas
que resulten aplicables se destinen a la prestación
de los servicios de telecomunicaciones, de radio-
difusión o de televisión y electrónicos a que se
refiere este régimen.

No obstante lo anterior, los empresarios o pro-
fesionales que se acojan a este régimen especial
y realicen en el Estado miembro de consumo ope-
raciones a las que se refiere este régimen espe-
cial conjuntamente con otras distintas que deter-
minen la obligación de registrarse y de presentar
declaraciones-liquidaciones en dicho Estado
miembro, podrán deducir las cuotas soportadas
en la adquisición o importación de bienes y servi-
cios que, conforme a las reglas que resulten apli-
cables, se entiendan realizadas en el Estado
miembro de consumo y que se destinen a la pres-
tación de los servicios de telecomunicaciones, de
radiodifusión o de televisión y electrónicos a que
se refiere este régimen especial a través de las
declaraciones-liquidaciones correspondientes del
impuesto que deban presentar en dicho Estado
miembro.

Dos. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado
anterior, los empresarios o profesionales que se
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acojan a este régimen especial, tendrán derecho a
la devolución de las cuotas del Impuesto sobre el
Valor Añadido soportadas en la adquisición o
importación de bienes y servicios que se destinen
a la prestación de los servicios de telecomunica-
ciones, de radiodifusión o de televisión y electróni-
cos a los que se refiere este régimen que deban
entenderse realizadas en el Estado miembro de
consumo, conforme al procedimiento previsto en la
normativa del Estado miembro de consumo en
desarrollo de lo que dispone la Directiva
2008/9/CE, del Consejo, de 12 de febrero de 2008,
en los términos que prevé el artículo 369 undecies
de la Directiva 2006/112/CE, de 28 de noviembre
de 2006. En particular, en el caso de empresarios
o profesionales que estén establecidos en el terri-
torio de aplicación del Impuesto solicitarán la devo-
lución de las cuotas soportadas, con excepción de
las realizadas en el indicado territorio, a través del
procedimiento previsto en el artículo 117 bis de la
Ley la Ley reguladora en régimen común del
Impuesto sobre el Valor Añadido.

Tres. En caso de que España sea el Estado
miembro de identificación, las cuotas soportadas
en la adquisición o importación de bienes y servi-
cios que, se entiendan realizadas en el territorio
de aplicación del Impuesto y se destinen a la pres-
tación de servicios de telecomunicaciones, de
radiodifusión o de televisión y electrónicos, podrán
deducirse a través de las correspondientes decla-
raciones-liquidaciones conforme el régimen gene-
ral del Impuesto, con independencia de que a los
referidos servicios les resulte o no aplicable el
régimen especial previsto en esta sección.

Cuatro. En caso de que España sea el Estado
miembro de consumo, sin perjuicio de lo dispuesto
en el número 2.º del apartado Dos del artículo 119
de la Ley reguladora en régimen común del
Impuesto sobre el Valor Añadido, los empresarios
o profesionales establecidos en la Comunidad que
se acojan a este régimen especial tendrán dere-
cho a la devolución de las cuotas del Impuesto
sobre el Valor Añadido soportadas en la adquisi-
ción o importación de bienes y servicios que
deban entenderse realizadas en el territorio de
aplicación del Impuesto, siempre que dichos bien-
es y servicios se destinen a la prestación de los
servicios de telecomunicaciones, de radiodifusión
o de televisión y electrónicos a los que se refiere
este régimen especial. El procedimiento para el
ejercicio de este derecho será el previsto en el
artículo 119 de la Ley reguladora en régimen
común del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Artículo 108 quatervicies. Prestaciones de ser-
vicios de telecomunicaciones, de radiodifusión o

de televisión y electrónicos realizados en el territo-
rio de aplicación del Impuesto por empresarios o
profesionales establecidos en el mismo.

El régimen especial previsto en esta sección
no resultará aplicable a los servicios de telecomu-
nicaciones, de radiodifusión o de televisión y elec-
trónicos prestados en el territorio de aplicación del
Impuesto por empresarios o profesionales que
tengan la sede de su actividad económica o un
establecimiento permanente en el mismo. A dichas
prestaciones de servicios les resultará aplicable el
régimen general del Impuesto.

Treinta y cuatro. Artículo 109.1.4º.

“4.º Llevar la contabilidad y los registros que se
establezcan en la forma definida reglamentaria-
mente, sin perjuicio de lo dispuesto en el Código
de Comercio y demás normas contables”.

Treinta y cinco. Adición de un nuevo apartado 3
al artículo 112.

“3. En las importaciones de bienes el Impuesto
se liquidará en la forma prevista por la legislación
aduanera para los derechos arancelarios.

La recaudación e ingreso de las cuotas del
Impuesto a la importación se efectuará en la
forma que se determine reglamentariamente,
donde se podrán establecer los requisitos exigi-
bles a los sujetos pasivos, para que puedan incluir
dichas cuotas en la declaración-liquidación corres-
pondiente al período en que reciban el documento
en el que conste la liquidación practicada por la
Administración”.

Treinta y seis. Adición de los números 6.º, 7.º y
8.º al apartado 2 del artículo 115.

“6.º La falta de comunicación en plazo o la
comunicación incorrecta, por parte de los destina-
tarios de las operaciones a que se refiere el artí-
culo 31.1.2º, letra e), subletra c´), de esta Ley
Foral, a los empresarios o profesionales que reali-
cen las correspondientes operaciones, de la cir-
cunstancia de estar actuando, con respecto a
dichas operaciones, en su condición de empresa-
rios o profesionales, en los términos que se regu-
lan reglamentariamente.

7.º La falta de comunicación en plazo o la
comunicación incorrecta, por parte de los destina-
tarios de las operaciones a que se refiere el artí-
culo 31.1.2º, letra f), de esta Ley Foral, a los
empresarios o profesionales que realicen las
correspondientes operaciones, de las siguientes
circunstancias, en los términos que se regulan
reglamentariamente:
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Que están actuando, con respecto a dichas
operaciones, en su condición de empresarios o
profesionales.

Que tales operaciones se realizan en el marco
de un proceso de urbanización de terrenos o de
construcción o rehabilitación de edificaciones.

8.º La no consignación o la consignación inco-
rrecta o incompleta en la autoliquidación, de las
cuotas tributarias correspondientes a operaciones
de importación liquidadas por la Administración
por los sujetos pasivos a que se refiere el párrafo
segundo del artículo 112.3 de esta Ley Foral”.

Treinta y siete. Adición de los números 6.º y 7.º
al apartado 1 del artículo 116.

“6.º Las establecidas en el número 2, aparta-
dos 6.º y 7.º, con multa pecuniaria proporcional del
1 por ciento de las cuotas devengadas correspon-
dientes a las entregas y operaciones respecto de
las que se ha incumplido la obligación de comuni-
cación, con un mínimo de 300 euros y un máximo
de 10.000 euros.

7.º Las establecidas en el número 2, apartado
8º, con multa pecuniaria proporcional del 10 por
ciento de las cuotas devengadas correspondientes
a las liquidaciones efectuadas por las Aduanas
correspondientes a las operaciones no consigna-
das en la autoliquidación”.

Treinta y ocho. Adición de una nueva disposi-
ción adicional sexta:

“Disposición adicional sexta. Referencia nor-
mativa.

Los términos “la Comunidad” y “la Comunidad
Europea” que se recogen en esta Ley Foral, se
entenderán referidos a “la Unión”, los términos “de
las Comunidades Europeas” o “de la CEE” se
entenderán referidos a “de la Unión Europea” y los
términos “comunitario”, “comunitaria”, “comunita-
rios” y “comunitarias” se entenderán referidos a
“de la Unión””.

Treinta y nueve. Adición al anexo de dos apar-
tados, el noveno y el décimo:

“Noveno. Relación de bienes a que se refiere el
artículo 37.Uno.1.6.º c) de esta Ley Foral.

– Las gafas, lentes de contacto graduadas y
los productos necesarios para su uso, cuidado y
mantenimiento.

– Dispositivos de punción, dispositivos de lec-
tura automática del nivel de glucosa, dispositivos
de administración de insulina y demás aparatos
para el autocontrol y tratamiento de la diabetes.

– Dispositivos para el autocontrol de los cuer-
pos cetónicos y de la coagulación sanguínea y
otros dispositivos de autocontrol y tratamiento de
enfermedades discapacitantes como los sistemas
de infusión de morfina y medicamentos oncológi-
cos.

– Bolsas de recogida de orina, absorbentes de
incontinencia y otros sistemas para incontinencia
urinaria y fecal, incluidos los sistemas de irriga-
ción.

– Prótesis, ortesis, ortoprótesis e implantes qui-
rúrgicos, en particular los previstos en el Real
Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, por el
que se establece la cartera de servicios comunes
del Sistema Nacional de Salud y el procedimiento
para su actualización, incluyendo sus componen-
tes y accesorios.

– Las cánulas de traqueotomía y laringecto-
mía.

– Sillas terapéuticas y de ruedas, así como los
cojines antiescaras y arneses para el uso de las
mismas, muletas, andadores y grúas para movili-
zar personas con discapacidad.

– Plataformas elevadoras, ascensores para
sillas de ruedas, adaptadores de sillas en escale-
ras, rampas portátiles y barras autoportantes para
incorporarse por sí mismo.

– Aparatos y demás instrumental destinados a
la reducción de lesiones o malformaciones inter-
nas, como suspensorios y prendas de compresión
para varices.

– Dispositivos de tratamiento de diálisis domici-
liaria y tratamiento respiratorios.

– Los equipos médicos, aparatos y demás ins-
trumental, destinados a compensar un defecto o
una incapacidad, que estén diseñados para uso
personal y exclusivo de personas con deficiencia
visual y auditiva.

– Los siguientes productos de apoyo que estén
diseñados para uso personal y exclusivo de perso-
nas con deficiencia física, mental, intelectual o
sensorial:

• Productos de apoyo para vestirse y desvestir-
se: calzadores y sacabotas con mangos especia-
les para poder llegar al suelo, perchas, ganchos y
varillas para sujetar la ropa en una posición fija.

• Productos de apoyo para funciones de aseo:
alzas, reposabrazos y respaldos para el inodoro.

• Productos de apoyo para lavarse, bañarse y
ducharse: cepillos y esponjas con mangos espe-
ciales, sillas para baño o ducha, tablas de bañera,
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taburetes, productos de apoyo para reducir la lon-
gitud o profundidad de la bañera, barras y aside-
ros de apoyo.

• Productos de apoyo para posibilitar el uso de
las nuevas tecnologías de la información y comu-
nicación, como ratones por movimientos cefálicos
u oculares, teclados de alto contraste, pulsadores
de parpadeo, software para posibilitar la escritura
y el manejo del dispositivo a personas con disca-
pacidad motórica severa a través de la voz.

• Productos de apoyo y dispositivos que posibi-
litan a personas con discapacidad motórica aga-
rrar, accionar, alcanzar objetos: pinzas largas de
agarre y adaptadores de agarre.

• Estimuladores funcionales”.

“Décimo. Entregas de plata, platino, paladio,
así como la entrega de teléfonos móviles, conso-
las de videojuegos, ordenadores portátiles y table-
tas digitales.

Cód. NCE Designación de la Mercancía

7106 10 00 Plata en polvo.

7106 91 00 Plata en bruto.

7106 92 00 Plata semilabrada.

7110 11 00 Platino en bruto, o en polvo.

7110 19 Platino. Los demás.

7110 21 00 Paladio en bruto o en polvo.

7110 29 00 Paladio. Los demás.

8517 12 Teléfonos móviles (celulares) y los
de otras redes inalámbricas. Exclusi-
vamente por lo que se refiere a los
teléfonos móviles.

9504 50 Videoconsolas y máquinas de video-
juego excepto las de la subpartida
950430. Exclusivamente por lo que se
refiere a las consolas de videojuego.

8471 30 Máquinas automáticas para trata-
miento o procesamiento de datos,
portátiles, de peso inferior a 10 Kg,
que estén constituidas, al menos, por
una unidad central de proceso, un
teclado y un visualizador. Exclusiva-
mente por lo que se refiere a ordena-
dores portátiles y tabletas digitales”.

Cuarenta. Adición de una Disposición transito-
ria decimoctava.

“Disposición transitoria decimoctava. Régimen
especial del grupo de entidades.

Las entidades que a 1 de enero de 2015 estu-
vieran acogidas al régimen especial del grupo de
entidades, que no cumplan los nuevos requisitos
de vinculación a que se refieren los apartados
Uno y Dos del artículo 108 quinquies de esta Ley
Foral, podrán seguir acogidas a dicho régimen
hasta el 31 de diciembre de 2015, con sujeción a
los requisitos de vinculación exigibles conforme
con la normativa vigente antes del 1 de enero de
2015”.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente Decreto Foral Legislativo de armo-
nización tributaria entrará en vigor el 1 de enero
de 2015.

No obstante:

a) Lo dispuesto en el apartado dieciséis será
de aplicación a partir de 1 de abril de 2015.

b) Lo dispuesto en el apartado veintiocho será
de aplicación a partir de 1 de enero de 2016.
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